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GLOSARIO 
 
 
ÁGLUTINAR: unir, pegar una cosa con otra.  
 
 
AMBAGUES: rodeos de palabras o circunloquios. Rodeos o caminos intrincados, 
como los de un laberinto.  
 
 
COLEGIR: juntar, inferir: sacar consecuencia de otra cosa.  
 
 
DE CUJUS: del cual o de la cual. Se usa en derecho sucesorio para referirse al 
causante, aquel del cual procede el bien o el derecho.  
 
 
DELEBLE: que puede borrarse o se borra fácilmente.  
 
 
DESIDIA: negligencia, inercia.  
 
 
DESMEDRO: acción o efecto de desmedrar: deteriorar. Decaer: ir a menos.  
 
 
DESVIRTUAR: quitar la virtud, sustancia o vigor.  
 
 
DICOTOMÍA: división en dos partes. Método de clasificación en que las divisiones 
y subdivisiones solo tienen dos partes.  
 
 
ESPURIO: bastardo: que degenera de su origen o naturaleza. Falso. Hijo.  
 
 
ESTIMAGTIZAR: marcar a alguien con hierro candente. Imprimir milagrosamente 
a alguien las llagas de Cristo. Afrentar, infamar.  
 
 
ENTRONIZAR: colocar en el trono. Ensalzar a alguien, colocarlo en alto estado. 
Colocar una imagen o una representación iconográfica en un lugar preferente para 
que sea venerada o admirada. Envanecerse: ensoberbecerse o ponerse vanidoso. 



 
 

ERGA OMNES: respecto de todos, frente a todos.   
 
 
FIDEDIGNO: digno de fe y de crédito.  
 
 
INALIENABLE: que no se puede enajenar.  
 
 
INCURIA: poco cuidado, negligencia.  
 
 
INCURSO: acometimiento o embestida.  
 
 
IRREFUTABLE: que no se puede refutar: contradecir, rebatir, impugnar con 
argumentos o razones lo que otros dicen. Rechazar, rehusar.  
 
 
IUS DELATIONIS: en el ámbito sucesorio es el derecho que se le concede al 
llamado de una herencia a una herencia para aceptarla o repudiarla. 
 
 
PROGRAMÁTICO: perteneciente o relativo al programa: declaración de lo que se 
piensa hacer en alguna materia.  
 
 
SUB JÚDICE: pendiente de resolución judicial. Toda cuestión opinable, sujeta a 
discusión.  
 
 
TELEOLÓGICO: perteneciente o relativo a la teleología: doctrina de las causas 
finales.  
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INTRODUCCIÓN 
 
 
La afiliación extramatrimonial es un acto de reconocimiento, siendo una de sus 
características su irrevocabilidad. Esta figura ha sido influenciada a través del 
tiempo por una serie de fenómenos como los de tipo moral, aunque con el 
transcurrir de los años, la legislación ha introducido cambios que han favorecido y 
modificado la situación de los hijos extramatrimoniales que en el país que se 
encontraban en situaciones jurídicas inferiores a los hijos nacidos en el 
matrimonio, lo que constituía una contradicción respecto al principio constitucional 
de la igualdad. En este proceso tuvo gran importancia la Ley 45 de 1936, pero, fue 
la Ley 29 de 1982, la que otorgó la igualdad para los hijos legítimos, 
extramatrimoniales y adoptivos en cuanto a los derechos herenciales y ajustes a 
los diversos órdenes hereditarios.  
 
 
Ahora bien, el objetivo general de esta investigación es demostrar la vulneración 
de los derechos al debido proceso y a la igualdad por la pérdida de los derechos 
patrimoniales en cabeza de los menores por la acción de caducidad en 
reclamación de derechos a partir de sentencias de la Corte Constitucional. Siendo 
sus objetivos específicos:  
 
 
 Explicar aspectos generales sobre la filiación extramatrimonial de los hijos 

nacidos fuera de un matrimonio en el Derecho Civil colombiano.  
 
 
 Analizar la vulneración de los derechos al debido proceso y a la igualdad en 

cuanto a los derechos patrimoniales cuando se aplica la acción de caducidad 
de los dos años a los menores hijos extramatrimoniales a partir de sentencias 
de la Corte Constitucional.  

 
 
Asimismo, la investigación fue de tipo descriptivo, en lo que se refiere a los hijos 
menores extramatrimoniales y la acción de caducidad en cuanto a sus derechos 
patrimoniales por violación del derecho a la igualdad y al debido proceso. Se 
utilizó el método analítico-explicativo, utilizándose también el análisis de 
sentencias de la Corte Constitucional colombiana.  
 
 
Por otro lado, el presente estudio está dividido en tres partes. En la primera se 
abordan generalidades sobre la filiación extramatrimonial de los hijos nacidos 
fuera del matrimonio en el derecho civil colombiano. La segunda parte incluye un 
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análisis a la vulneración de los derechos al debido proceso y a la igualdad acerca 
de la pérdida de los derechos patrimoniales en cabeza de los menores por la 
acción de caducidad en reclamación de estos derechos. Y por último, la tercera 
contiene las conclusiones del tema investigado.  
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1. GENERALIDADES SOBRE LA FILIACIÓN EXTRAMATRIMONIAL 
DE LOS HIJOS NACIDOS FUERA DEL MATRIMONIO 

EN EL DERECHO CIVIL COLOMBIANO 
 
 
1.1  LA FILIACIÓN 
 
 
1.1.1 Concepto de familia. “Es un grupo de personas unidas por vínculos de 
parentesco, ya sea consanguíneo, por matrimonio o adopción que viven juntos por 
un período de tiempo”1. El núcleo familiar busca satisfacer necesidades 
elementales tales como: la alimentación, la vivienda, poder dormir, etc.; pero, 
también necesidades emocionales como seguridad, amor, cariño, respeto, 
comprensión, en fin, una serie de valores y de vivencias que preparen a los 
individuos para su vida en sociedad. 
 
 
Asimismo, el Instituto Interamericano del Niño, define la familia como “un conjunto 
de personas que conviven bajo el mismo techo, organizadas en roles fijos (padre, 
madre, hermanos, etc.) con vínculos consanguíneos o no, con un modo de 
existencia económica y social comunes, con sentimientos afectivos que los unen y 
aglutinan. Naturalmente pasa por el nacimiento, luego crecimiento, multiplicación, 
decadencia y trascendencia. A este proceso se le denomina ciclo vital de vida 
familiar. Tiene además una finalidad: generar nuevos individuos a la sociedad”2. 
Así pues, la familia es una institución con características jurídicas sociales, con 
unas singularidades especiales de la que la sociedad se sirve para la procreación 
y educación de los hijos.  
 
 
1.1.2  Filiación. Según el tratadista Roberto Suárez Franco citado por Cadena 
Cortázar, la filiación es: “un estado Jurídico que la ley asigna a determinada 
persona, como consecuencia de la relación natural de procreación que la liga con 
otra. Es un estado social en cuanto se tiene con respecto a otra u otras personas; 
es un estado civil, por cuanto implica la situación jurídica del hijo frente a la familia 
y a la sociedad, lo cual determina su capacidad para el ejercicio de ciertos 

                                                             
 
1  BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL DE CHILE. La familia: concepto. Disponible en 
Internet: http://www.bcn.cl/ecivica/concefamil/ {Consulta: 11 julio de 2015}.     
 
2  INSTITUTO INTERAMERICANO DEL NIÑO. Concepto de familia. Disponible en Internet: 
http://www.iin.oea.org/Cursos_a_distancia/Lectura%2012_UT_1.PDF {Consulta: 11 julio de 2015}.  

http://www.bcn.cl/ecivica/concefamil/
http://www.iin.oea.org/Cursos_a_distancia/Lectura%2012_UT_1.PDF%20%7bConsulta
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derechos y el cumplimiento de determinadas obligaciones”3. También, Serrano 
Quintero afirma que la filiación es:  
 
 
 Eminentemente una noción de derecho, es el lazo jurídico que une al hijo con su padre y 

con su madre. Se ha entendido también como el vínculo de parentesco de consanguinidad 
entre dos personas, en donde una es padre o madre de la otra. Si se establece solamente 
frente al primero se le llama paternidad y ante la segunda, maternidad. Se tiene entonces 
que, la filiación fundamenta las relaciones familiares, establece las relaciones de patria 
potestad, órdenes sucesorales, derecho alimentario, nacionalidad y autoridad de los padres. 
Dada la importancia de dichas relaciones originadas en la filiación, las normas que las 
reglamenta son de orden público, no susceptibles de ser modificadas por las partes4. 

 
 
Por lo tanto, la filiación vista desde una manera sencilla viene a ser un vínculo que 
liga a una persona con su grupo familiar; aunque, jurídicamente es mucho más 
compleja esta relación como se puede apreciar en la definición que hace Suárez 
Franco. Igualmente, esta filiación no tiene solamente como origen la relación 
matrimonial. A su vez, la filiación ha sido clasificada en: filiación matrimonial, 
filiación extramatrimonial y filiación adoptiva.   
 
 
1.1.3 Filiación matrimonial. Es “aquella que tiene su origen dentro de la 
institución matrimonial”5. Está compuesta por dos elementos: el vínculo 
matrimonial de los padres y el hecho biológico de la procreación. Aunque, 
tratadistas como Suárez Franco citado por Cadena Cortázar afirma que son cuatro 
elementos: “la concepción, la maternidad, la paternidad y el matrimonio”6.  
 
 
1.1.4 Filiación extramatrimonial. De acuerdo con la Ley 29 de 1982, “se 
denomina extramatrimoniales a todos los hijos concebidos y nacidos por fuera del 
matrimonio, es el hijo nacido de padres que al momento de concebirlo no se 

                                                             
 
3  SUÁREZ FRANCO Roberto. Derecho de familia, TomoII, Temis, Santafé de Bogotá 1999, p 3. 
En: CADENA CORTÁZAR, Sandra Patricia. Filiación extramatrimonial. Trabajo de grado. Bogotá, 
D.C.: Universidad de la Sabana. Facultad de Derecho. Noviembre de 2001. P. 107. Disponible en 
Internet: http://intellectum.unisabana.edu.co/bitstream/handle/10818/5326/129803.pdf?sequence=1 
{Consulta: mayo 16 de 2015}.  
 
4  SERRANO QUINTERO, Luz Amparo. La filiación y sus acciones en la Ley 1060 de 2006. Abril 13 
de 2007. En: Revista virtual “Via Inveniendi et iudicandi” “Camino del hallazgo y del juicio”. 
Universidad Santo Tomás. Disponible en Internet: 
http://numanterioresviei.usta.edu.co/articulos/edi4/filiacion-ley-1060.pdf  {Consulta: 20 junio de 
2015}.  
 
5  CADENA CORTÁZAR, Op. Cit. P. 20.  
 
6  Ibid. P. 20.  

http://intellectum.unisabana.edu.co/bitstream/handle/10818/5326/129803.pdf?sequence=1
http://numanterioresviei.usta.edu.co/articulos/edi4/filiacion-ley-1060.pdf
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encontraban casados entre sí, y es reconocido o declarado como tal”7. Su origen 
parte de un solo elemento: “el hecho biológico de la procreación, ante la ausencia 
de la institución matrimonial”8.  
 
 
1.1.5 Filiación adoptiva. Se puede definir “como un vínculo jurídico, establecido a 
través de un mecanismo judicial (el proceso de adopción), que une a una persona 
con otras dos, las cuales asumen voluntariamente el papel de padre y  madre”9.  
 
 
1.2  FILIACIÓN EXTRAMATRIMONIAL 
 
 
1.2.1 Breve historia de la filiación extramatrimonial. Como ya se dijo es la que 
reconoce a hijos naturales nacidos fuera del matrimonio. Así, la categoría jurídica 
de la filiación extramatrimonial ha tenido una evolución determinada por la cultura 
de cada país, ya que mientras en unas, el hijo extramatrimonial es normal en 
cuanto a su reconocimiento, en otras se encuentra estigmatizado:  
 
 
 Antigua Mesopotamia – Código de Hamurabi 
 
El Código de Hamurabi es el documento más antiguo en el que se habla de la 
noción de filiación extramatrimonial. En esta legislación hubo preocupación para 
proteger a los hijos concebidos fuera del matrimonio. Si el padre hacía el 
reconocimiento del hijo no existía diferencia social ni jurídica en lo relativo a los 
hijos nacidos en el ámbito matrimonia, “si una mujer ha dado hijos a su marido, y 
su sierva también le ha dado hijos y el padre durante su vida habéis dicho 
‘vosotros sois mis hijos” a los hijos que le dio la sierva, y los ha contado con los 
otros hijos de su esposa después que el padre ha cumplido su destino, los bienes 
del hogar paterno serán repartidos en condiciones iguales por los hijos de la 
esposa y por los hijos de la sierva”10.  
 
 
 
 

                                                             
 
7  Ibid. P. 22. 
 
8  Ibid. P. 22.  
 
9  Ibid. P. 21.  
 
10  CÓDIGO DE HAMURABI. Barcelona: Editorial Crítica. 1995. Parágrafo 170. P. 87. En: Ibid., p. 
6.   
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 Grecia y Roma 
 
Inicialmente entre los griegos y los romanos el concubinato era una situación 
frecuente y no existía una gran diferencia con la institución del matrimonio, ya que 
al dueño de la casa se le concedía la potestad sobre todos los bienes y las 
personas que se encontraban en una casa, por tanto la ilegitimidad casi no existía 
por la responsabilidad del hombre de los que estuviesen en su morada. Entre los 
romanos se mantuvo esta tendencia igualitaria hasta la época del emperador 
Justiniano. Pero, empezó a cambiar y surgió la identificación de hijo natural con 
las nociones de hijos provenientes de relaciones de adulterio o incesto o de 
relaciones pasajeras en las que padre no se conocía. Y es el cristianismo 
medieval el que marca la pérdida total de los derechos del hijo extramatrimonial11.  
 
 
 Alemania 
 
En el derecho alemán, se prohibía “la entrada del hijo natural a la familia”. El 
legitimar al hijo natural por tanto no se conocía y el adulterio se castigaba con 
penas muy duras, no tenía derechos el hijo extramatrimonial12.  
 
 
 España 
 
El derecho español recogió la “tradición romana de considerar como natural al hijo 
nacido de concubina única y libre con hombre soltero, con posibilidades de 
casamiento en el momento de la concepción”. Más adelante, se expidió la Ley 11 
de Toro en el derecho canónico en la que al hijo nacido de un hombre y una mujer 
que podían contraer matrimonio sin dispensa se le daba la condición de natural, 
beneficiando a los hijos, puesto que “eliminaba la condición de soltería para el 
padre y de ser mujer para la madre”13.  
 
 
 Francia 
 
Al final de la monarquía francesa se creó un sistema llamado Investigación de la 
Maternidad y la Paternidad con el que se establecía la libertad para saber la 
filiación. Con la Revolución Francesa se legisló a favor de los hijos naturales y fue 
por medio de la Ley 12 Brumario año II, que se afirmó “la igualdad de derechos 

                                                             
 
11  Ibid. P. 7-9.  
 
12   Ibid. P. 10.  
 
13  Ibid. P. 10.  



18 
 

entre hijos naturales y legítimos, incluyendo los hereditarios”, la aplicación se 
declaró retroactiva al 14 de julio de 178914.  
 
 
Debido a la conmoción social producida por la Revolución Francesa la legislación 
produjo el Código Civil Francés o Código de Napoleón. Que se refería a los hijos 
naturales en el título llamado “De la paternidad y la filiación” que disponía: “hijos 
nacidos fuera del matrimonio siempre que no nazcan de un comercio incestuoso o 
adulterino, podrán ser legitimados por el matrimonio subsiguiente de sus padres 
con tal de que estos lo hayan reconocido legalmente antes de su matrimonio o lo 
reconozcan en el acto mismo de la celebración”15.  
 
 
En lo que respecta a Colombia, en lo que se refiere a legislación en los procesos 
de filiación extramatrimonial que determinan el “proceso de consanguinidad base 
de relaciones familiares y origen de los órdenes sucesorales”, fueron regulados 
por la Ley 45 de 1936, modificada por la Ley 75 de 1968 y también por la Ley 721 
de 2001. La Ley 29 de 1982, que le da igualdad de derechos herenciales a los 
hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos y la Ley 1060 de 2006 que coloca 
en iguales condiciones la presunción de paternidad de los hijos nacidos de 
uniones maritales de hecho como la de los hijos fruto del matrimonio de sus 
padres que hayan nacido dentro de los términos legalmente establecidos16.  
 
 
1.3 ELEMENTOS DE LA FILIACIÓN  
 
 
La filiación de acuerdo con el artículo 213 del Código Civil modificado por el 
artículo 1º de la Ley 1060 de 2006 surge bien sea del  matrimonio o de una unión 
marital estable y lo expresa así: “el hijo concebido durante el matrimonio o durante 
la unión marital de hecho tiene por padres a los cónyuges o compañeros 
permanentes, salvo que se pruebe lo contrario en un proceso de investigación o 
de impugnación de paternidad”17. Los elementos que hacen parte jurídicamente de 
la filiación legítima y que deben ser probados completamente son:  

                                                             
 
14  Ibid. P. 12. 
 
15  Ibid. P. 13.  
 
16  BERNAL BUENO, Ana Carolina. El trámite de afiliación extramatrimonial como causal para 
decretar la suspensión de la partición: una revisión desde el principio de igualdad. Proyecto de 
grado para Magister en Hermenéutica Jurídica y Derecho. Bucaramanga: Universidad Industrial de 
Santander. Facultad de Ciencias Humanas. 2010. P. 79. Disponible en Internet: 
http://repositorio.uis.edu.co/jspui/bitstream/123456789/9821/2/133728.pdf  {Consulta: 7 febrero de 
2016}.  
 

http://repositorio.uis.edu.co/jspui/bitstream/123456789/9821/2/133728.pdf
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1.3.1 La maternidad (parto e identidad). De acuerdo con el artículo 335 del 
Código Civil se refiere a la maternidad en los términos siguientes: “la maternidad, 
esto es, el hecho de ser una mujer la verdadera madre del hijo que pasa por 
suyo…18, se constituye en el fundamento de la filiación, pues debido a la 
seguridad de quien fue la mujer que dio a luz, por medio de ella se puede 
identificar al padre biológico. El lazo jurídico es determinado por el parto, puesto 
que una vez es concebido el hijo, éste es albergado por el cuerpo de la mujer 
hasta su nacimiento. Hasta hace unos años este hecho era irrefutable, pero hoy 
en día con las técnicas de reproducción humana no es tan sencillo, ya que se 
puede suceder que la mujer que dé a luz no sea la dueña del ovulo, ya que pudo 
haber prestado su vientre a una pareja de extraños que previamente habían 
realizado una fecundación in vitro, comprometiéndose a devolver al bebé cuando 
hubiese nacido. Aun cuando esta situación no es admitida por la legislación 
colombiana, se mantiene la presunción legal de que la madre es quien da a luz a 
un recién nacido. La maternidad se prueba mediante:  
 
 
 a. Por el alumbramiento o parto: se prueba directamente con el certificado del médico que 

acompañó a la mujer en el nacimiento del niño, o en su defecto, mediante testigos que les 
conste el embarazo precedente y haber presenciado el nacimiento del hijo. Con fundamento 
en el certificado médico o en los testigos, se procede a elaborar el registro civil del menor, 
prueba de su estado civil de nacimiento o filiación materna respecto de la mujer que lo dio a 
luz.  

 
 b. Identidad del hijo: No basta con que la mujer tenga un parto para considerarse madre del 

niño; es necesario que éste, sea el dado a luz por ella; o sea, confrontar la identidad del 
menor, con el nacido de su vientre.  

 
 c. En ausencia de la prueba del hecho del parto y sólo en éste caso, el lazo jurídico 

materno, tanto matrimonial como extramatrimonial, puede establecerse con base en el 
reconocimiento de la maternidad mediante la posesión notoria del estado civil del hijo.  

 
 d. Nada se opone a que la madre, reconozca a una persona como su hijo mediante el 

cumplimiento de las condiciones de fondo y de forma establecidas en la ley (artículo 1º. de 
la ley 75 de 1968: por testamento, escritura pública, manifestación expresa ante Juez, etc.). 
El reconocimiento de la maternidad es, en todo caso una obligación cuando el nombre de la 
madre no aparece en el registro civil de nacimiento del hijo (Decreto 1260 de 1970) así 
podemos afirmar que el lazo de sangre materno puede también fundarse en las reglas que 
contemplan la manifestación de voluntad como premisa de la filiación19.  

 
 

                                                                                                                                                                                          
17  COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1060 de julio 26 de 2006. Artículo 1º. Disponible en 
Internet: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=20855 {Consulta: 7 febrero 
de 2016}.  
 
18  CÓDIGO CIVIL. Artículo 335. Disponible en Internet: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39535 {consulta: 7 febrero de 2016}.  
 
19  SERRANO QUINTERO, Op. Cit.  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=20855
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=39535


20 
 

1.3.2 El matrimonio o la unión marital de hecho. Debe demostrarse que al 
momento de la concepción (no del alumbramiento) la madre o bien estaba casada 
o hacía vida marital con el padre del niño. Este hecho debe ser acreditado por “el 
registro civil de matrimonio o con la escritura pública o el acta de conciliación o la 
sentencia en la que se reconozca la unión marital entre compañeros (Ley 979 de 
2005, artículo 2º)”, por lo que se supone que los hijos nacidos son de la pareja 
dentro de su relación. Los hijos nacidos antes del matrimonio que fueron 
relacionados en el acta matrimonial tendrán la calidad de legítimos como los que 
nacen cuando ya están unidos los padres en matrimonio. Si el matrimonio es 
declarado nulo, los hijos seguirán siendo legítimos según el artículo 149 del 
Código Civil20.  
 
 
1.3.3  La concepción. Dentro del matrimonio o la unión marital de hecho debe 
comprobarse que el hijo se engendró. De acuerdo al artículo 92 del Código Civil se 
echa mano de la presunción legal. “La concepción, al igual que la paternidad no es 
susceptible de prueba directa, como sí lo son el matrimonio y la maternidad. Por 
esta razón se hace necesario acudir a la presunción, para que a partir de un hecho 
conocido como es el nacimiento, se pueda colegir un hecho desconocido como es 
la concepción o fecundación”21.    
 
 
1.3.4 La paternidad. El marido o compañero permanente debe demostrar que es 
el padre del niño, teniendo como apoyo la presunción legal contemplada en el 
artículo 214 del Código Civil que fue modificado por el artículo 2º de la Ley 1060 
de 2006: 
 
 
 El hijo que nace después de expirados los ciento ochenta días subsiguientes al matrimonio 

o a la declaración de la unión marital de hecho, se reputa concebido en el vínculo y tiene por 
padres a los cónyuges o a los compañeros permanentes, excepto en los siguientes casos:  

 
 1. Cuando el cónyuge o el compañero permanente demuestre por cualquier medio que él no 

es el padre.  
 
 2. Cuando en proceso de impugnación de la paternidad mediante prueba científica se 

desvirtúe esta presunción, en atención a lo consagrado en la Ley 721 de 200122. 

 
 

                                                             
 
20   Ibid.  
 
21   Ibid.  
 
22  LEY 1060 DE 2006. Op. Cit. Artículo 2º.  
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1.4 ACCIONES QUE SE PUEDEN ADELANTAR EN LO QUE SE REFIERE A LA 
FILIACIÓN MATRIMONIAL O DE LA UNIÓN DE HECHO 
 
 
 
 
 
 
 
Acciones sobre filiación  
Matrimonial o de la  
Unión de hecho 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1.4.1 Acción de impugnación.  
 
 
A) ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN DE LA MATERNIDAD 
 
Sucede muy de vez en cuando y suele presentarse en los casos en que el 
supuesto hijo figura así en el registro civil de nacimiento y/o tiene la posesión 
notoria de ese estado. Debe reunir tres elementos para que sea aceptada 
judicialmente:  
 
 
 a. Ser el impugnante legalmente hábil como titular de la acción, esto es, estar legitimado en 

la causa para interponer la correspondiente demanda.  
 
 b. Probar alguna de las causales de ley.  
 
 c. Intentar la acción dentro del término legal23.  

 
 
La impugnación deber probar que  no existieron los factores que presumían la 
filiación materna con el supuesto hijo, así:  

                                                             
 
23  SERRANO QUINTERO. Op. Cit.  

1.- Acción de impugnación: 
De carácter negativo, puesto que se enfoca en el 
desconocimiento de un estado civil que ya se posee. Es 
materna o paterna.  
 
2.- Acción de reclamación: 
De carácter positivo, ya que procura una declaración 
judicial acerca de la maternidad o la paternidad, lo que 
tácitamente lleva a un cambio de estado civil. Se realiza 
por línea materna o paterna.  
 
Para ambos casos se toma en cuenta el plazo de 
prescripción que la ley determina. 
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 a. El alumbramiento de la mujer. Se debe demostrar que el parto no fue real sino simulado, 
fingido o supuesto. Es decir, que para la época en que ocurrió el nacimiento del supuesto 
hijo, esa mujer no dio a luz.  

 
 b. Identidad del hijo. Se debe establecer que aunque la supuesta madre si tuvo un hijo, el 

nacido no es el mismo que pasa como suyo. Esto puede suceder por suplantación o 
reemplazo deliberado o por cambio involuntario del pequeño por otro24.  

 
 
Esta acción permite quitarle la titularidad a quien la tiene, para entregarla a la 
persona que es la verdadera madre, despojando a la portadora de su falso estado 
de madre que tenía ante la ley.  
 
 
 Titulares de la acción de impugnación de la maternidad 
 
 
a) El marido de la supuesta madre y ella misma, cuando buscan desconocer y 

destruir la legitimidad del hijo  
 
Tiene un plazo de inicio de 140 días siguientes a aquel en que hubo el 
conocimiento de que no es la madre biológica de acuerdo a lo señalado en el 
artículo 4º de la Ley 1060 de 2006, que derogó el artículo 336 del Código Civil que 
estipulaba un plazo de 10 años a partir de la fecha del parto.  
 
 
b) Los verdaderos padres del hijo 
 
Lo primero que deben hacer es impugnar la supuesta maternidad y paternidad y 
así poder reclamar la propia. Para interponer esta acción se deben acoger al 
artículo 406 del Código Civil, que no fija ningún término de tiempo para que los 
padres reales puedan instaurarla. Esto lo ratifica el artículo 5º de la Ley 1060 de 
2006: 
 
 
 Artículo 5°. El artículo 217 del Código Civil quedará así: 
 
 Artículo 217. El hijo podrá impugnar la paternidad o la maternidad en cualquier tiempo. En 

el respectivo proceso el juez establecerá el valor probatorio de la prueba científica u otras si 
así lo considera. También podrá solicitarla el padre, la madre o quien acredite sumariamente 
ser el presunto padre o madre biológico. 

 
 La residencia del marido en el lugar del nacimiento del hijo hará presumir que lo supo 

inmediatamente, a menos de probarse que por parte de la mujer ha habido ocultación del 
parto. 

                                                             
 
24  Ibid.  
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 Parágrafo. Las personas que soliciten la prueba científica lo harán por una sola vez y a 
costa del interesado; a menos que no cuenten con los recursos necesarios para solicitarla, 
podrán hacerlo siempre y cuando demuestren ante I.C.B.F. que no tienen los medios, para 
lo cual gozarán del beneficio de amparo de pobreza consagrado en la Ley 721 de 200125. 

 
 
Este artículo corrobora que no se fija ningún límite de tiempo para hacer uso de la 
acción de impugnación y es tanto para el hijo como para la  madre y el padre 
biológico.  
 
 
c) Cualquier persona a la que le sean afectados sus intereses de sucesión, es 

decir, los herederos de la supuesta madre 
 
A los descendientes de los supuestos padres se les concede un término de 
impugnación en no más de 140 días desde el fallecimiento.  
 
 
d) La verdadera madre para exigir alimentos del hijo  
 
No tiene caducidad la acción de acuerdo al artículo 5º de la Ley 1060 de 2006, 
pero, se debe tener presente lo establecido en el artículo 338 del Código Civil: “a 
ninguno de los que hayan tenido parte en el fraude de falso parto o de 
suplantación, aprovechará en manera alguna el descubrimiento del fraude, ni aún 
para ejercer sobre el hijo los derechos de patria potestad, o para exigirle 
alimentos, o para suceder en sus bienes, por causa de muerte”26.  
 
 
e) El mismo hijo, en cualquier momento.  
 
 
B. ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN DE LA PATERNIDAD 
 
Se presenta cuando se rechaza la paternidad por impugnación de la maternidad o 
cuando la paternidad es impugnada por las personas que tienen derecho a ello 
dentro de los plazos legales.  
 
 
 Titulares de la acción de impugnación de la paternidad 
 
 

                                                             
 
25  LEY 1060 DE 2006. Op. Cit. Artículo 5º.  
 
26  CÓDIGO CIVIL. Op. Cit. Artículo 338.  
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a) El marido o compañero permanente 
 
De acuerdo con el artículo 2º de la Ley 1060 de 2006 que reforma el artículo 214 
del Código Civil, señala que el cónyuge o el compañero permanente pueden 
demostrar por el medio que sea necesario que no es el padre con el fin de romper 
la presunción de paternidad que se encuentra contemplada en el artículo 1º de la 
Ley 1060 de 2006, por medio de prueba científica como lo dispone la Ley 721 de 
2001. Debe ser instaurada dentro de los 140 días siguientes de aquel en el que se 
conoció de no ser el padre biológico.  
 
 
b) El hijo putativo 
 
En cualquier tiempo el hijo puede impugnar la paternidad o la maternidad  y según 
la Ley 721 de 2001, la prueba científica o la del ADN es indispensable para que 
sea efectiva en el proceso.  
 
 
c) El padre biológico 
 
El padre biológico puede demandar sin límite de tiempo como lo afirma el artículo 
5º de la Ley 1060 de 2006, apoyándose en pruebas científicas que muestren la 
verdadera relación filial, mostrando quien es la madre verdadera o el padre 
verdadero biológico. 
 
 
d) Los herederos del cónyuge o compañero presunto 
 
De acuerdo con el artículo 7º de la Ley 1060 de 2006, que modificó el artículo 219 
del Código Civil, los herederos pueden:  
 
 
 Artículo 7°. El artículo 219 del Código Civil quedará así: 
 
 Artículo 219. Los herederos podrán impugnar la paternidad o la maternidad desde el 

momento en que conocieron del fallecimiento del padre o la madre o con posterioridad a 
esta; o desde el momento en que conocieron del nacimiento del hijo, de lo contrario el 
término para impugnar será de 140 días. Pero cesará este derecho si el padre o la madre 
hubieren reconocido expresamente al hijo como suyo en su testamento o en otro 
instrumento público. 

 
 Si los interesados hubieren entrado en posesión efectiva de los bienes sin contradicción del 

pretendido hijo, podrán oponerle la excepción en cualquier tiempo que él o sus herederos le 
disputaren sus derechos27. 

                                                             
 
27  LEY 1060 DE 2006. Op. Cit. Artículo 7º.  
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e) La madre podrá interponer la acción de impugnación que establezca la 
verdadera filiación del hijo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 216 del 
Código Civil modificado por el artículo 4º de la Ley 1060: 

 
 
 Artículo 4°. El artículo 216 del Código Civil quedará así: 
 
 Artículo 216. Podrán impugnar la paternidad del hijo nacido durante el matrimonio o en 

vigencia de la unión marital de hecho, el cónyuge o compañero permanente y la madre, 
dentro de los ciento (140) días siguientes a aquel en que tuvieron conocimiento de que no 
es el padre o madre biológico28. 

 
 
Por lo tanto, la madre puede establecer la filiación mediante prueba genética, con 
la que científicamente se establece la verdadera maternidad o paternidad.  
 
 
1.4.2 El reconocimiento. Debe reunir las condiciones generales de todo negocio 
jurídico, es decir, requisitos de existencia y de validez según el artículo 1502 del 
Código Civil. Los requisitos de fondo son: “capacidad, consentimiento, objeto y 
causa lícita y los de forma: las condiciones particulares para el reconocimiento. La 
capacidad se refiere a los mayores de 18 años mentalmente hábiles, los menores 
de 18 sin son adolescentes. El consentimiento debe ser por voluntad, sin error, 
fuerza y dolo, aceptar voluntariamente la calidad de padre”29. Las características 
del reconocimiento del hijo son: “i) personal; ii) voluntario; iii) expreso; iv) solemne; 
v) irrevocable (artículo 1º de la Ley 75 de 1968) excepto la nulidad por vicio del 
consentimiento; vi) Erga Omnes (contra todos o frente a todos); vii) Bilateral: por 
esto debe ser aceptado por el hijo o su representante legal”30.  
 
  
 Requisitos de forma del reconocimiento 
 
 
1.- Reconocimiento voluntario 
 
Es la declaración por confesión espontánea que no fue hecha a la fuerza ni por 
error de un padre hacia un hijo, a través de la que adquiere la calidad de “hijo 
extramatrimonial” desde el momento de la concepción. La puede realizar antes del 
nacimiento por intermedio de:  
 

                                                             
 
28   Ibid. Artículo 4º.  
 
29  SERRANO QUINTERO. Op. Cit.  
 
30  Ibid.  
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 a. Declaración expresa al momento de firmar el Registro Civil de Nacimiento. 
 
 b. Escritura pública ante Notario.  
 
 c. Testamento en cualquiera de sus formas: solemne, abierto, cerrado y verbal.  
 
 d. Manifestación expresa y directa ante cualquier juez de la república, aun cuando ella no 

haya sido el propósito singular y esencial de la declaración ante el juez. El funcionario 
levanta un acta o expide una certificación sobre lo expresado. También puede tenerse como 
tal, la respuesta a un interrogatorio judicial o declaración de parte, dentro de algún proceso 
donde se reconozca tal paternidad. (Art. 10 D. 2272/89)31.  

 
 
En el evento que no se haga el reconocimiento mediante las formas anteriores no 
será eficaz.   
 
 
2.- El reconocimiento judicial 
 
Para llevar a cabo este reconocimiento se tienen en cuenta las presunciones del 
artículo 6º de la Ley 75 de 1968:  
 
 
 ARTICULO 6º. El artículo 4º de la Ley 45 de 1936 quedará así: 
 
 "Se presume la paternidad natural y hay lugar a declararla judicialmente: 
 
 1. En el caso de rapto o de violación, cuando el tiempo del hecho coincide con el de la 

concepción. 
 
 2. En el caso de seducción realizada mediante hechos dolosos, abuso de autoridad o 

promesa de matrimonio. 
 
 3. Si existe carta u otro escrito cualquiera del pretendido padre que contenga una confesión 

inequívoca de paternidad. 
 
 4. En el caso de que entre el presunto padre y la madre hayan existido relaciones sexuales 

en la época en que según el artículo 92 del Código Civil pudo tener lugar la concepción. 
 
 Dichas relaciones podrán inferirse del trato personal y social entre la madre y el presunto 

padre, apreciado dentro de las circunstancias en que tuvo lugar y según sus antecedentes, 
y teniendo en cuenta su naturaleza, intimidad y continuidad. 

 
 En el caso de este ordinal no se hará la declaración si el demandado demuestra la 

imposibilidad física en que estuvo para engendrar durante el tiempo en que pudo tener lugar 
la concepción, o si prueba, en los términos indicados en el inciso anterior, que en la misma 
época, la madre tuvo relaciones de la misma índole con otro u otros hombres, a menos de 
acreditarse que aquel por actos positivos acogió al hijo como suyo. 

                                                             
 
31  Ibid.  
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 5. Si el trato personal y social dado por el presunto padre a la madre durante el embarazo y 
parto, demostrado con hechos fidedignos, fuere, por sus características, ciertamente 
indicativo de paternidad, siendo aplicables en lo pertinente las excepciones previstas en el 
inciso final del artículo anterior. 

 
 6. Cuando se acredite la posesión notoria del estado de hijo"32. 

 
 
Las tres primeras se refieren al lazo de sangre que es producto de la concepción. 
Se exige una prueba de que hubo relaciones sexuales previas a la concepción. La 
ley supone que existieron las relaciones sexuales pero que debieron suceder en la 
época que legalmente se presume sucedió la concepción, para así tener la 
garantía de la existencia del lazo de sangre entre el hijo nacido bajo las tres 
condiciones anotadas y el padre. La sentencia que acoja las pretensiones de la 
demanda será declarativa a partir del momento de la concepción y no de su 
ejecutoria. Las otras tres presunciones, se refieren a la posesión notoria que pide 
“el trato, la fama y el tiempo por un espacio de cinco años”. El reconocimiento 
judicial de la paternidad origina las acciones para establecer la paternidad33.   
 
 
Igualmente, para llevar a cabo el reconocimiento judicial existe la obligatoriedad de 
la práctica de la prueba genética según la Ley 721 del 24 de diciembre de 200134.  
 
 
1.5  ACCIONES DE INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD  
 
 
De acuerdo con la Ley 75 de 1968, el juez de familia del sitio de residencia del 
menor es el competente para conocer de ella, en el evento de que el presunto 
padre se encuentre vivo, en caso contrario se tramita por el procedimiento 
ordinario.  

 
 Titulares de la acción  
 
Para obtener el reconocimiento y adelantar la demanda lo puede hacer:  
 
 

                                                             
 
32  COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 75 de diciembre 30 de 1968. Artículo 6º. Disponible 
en Internet: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4828 {Consulta: 14 
febrero de 2016}.  
 
33   SERRANO QUINTERO. Op. Cit. 
 
34   Ibid.  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4828
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 1. El hijo con capacidad, si así lo desea o su representante legal.  
 
 2. La persona o entidad que lo tiene bajo su cuidado. 
 
 3. El defensor de familia en representación del niño abandonado.  
 
 4. Los descendiente o ascendiente, en caso de haber fallecido el sujeto motivo del 

reconocimiento35.  

 
 
Esta acción se ejerce contra el supuesto padre mientras esté vivo; en caso 
contrario, será contra la cónyuge supérstite o herederos, en un término de dos 
años siguientes al fallecimiento, en el caso que se pretenda que la filiación tenga 
efectos patrimoniales; sino es con esta intención, se puede iniciar la acción en 
cualquier tiempo. Hay que tener en cuenta que de acuerdo con la Ley 721 de 2001 
para tramitar los procesos de filiación, se debe realizar una prueba de marcadores 
genéticos de ADN que establezca la probabilidad de parentesco del 99.99% lo que 
permite declarar o excluir la paternidad o la maternidad36.    
 
 
En los eventos en que el lazo de sangre es objeto de prueba, actualmente, la 
legislación contempla cuatro situaciones:  
 
 
 a. La ocurrencia de la concepción.  
 
 b. El reconocimiento voluntario de la filiación  
 
 c. La posesión notoria del estado civil de hijo y padre o madre.  
 
 d. La prueba científica del ADN con la que se puede establecer con una certeza del 99.9 la 

paternidad37.  

 
 
El hecho a probar para establecer el lazo de sangre entre el hijo y el padre o la 
madre es la concepción, aplicándose el artículo 92 del Código Civil, que señala la 
presunción denominada del período legal de concepción, que es estimada entre 
180 y 300 días antes de la fecha del nacimiento. En la filiación matrimonial o de 
una unión marital de hecho, se necesita solo demostrar la prueba del matrimonio o 
de la unión marital de hecho de los padres con lo que se determina que ese hijo se 
supone es del esposo o compañero.   

                                                             
 
35  Ibid.  
 
36  Ibid.  
 
37  Ibid.  
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Dentro de esta óptica, cuando la filiación extramarital o extramatrimonial no 
corresponde a una unión marital de hecho, la filiación tiene un elemento biológico, 
relacionado con la concepción, que se verifica mediante el reconocimiento que es 
un acto declarativo, unilateral, voluntario, libre, irrevocable y solemne procedente 
de un hombre o una mujer que equivale a la confesión fundada o no de paternidad 
o maternidad concerniente a quien es reconocido como hijo, ya que quien no lo 
niega es porque tiene la certeza de ser el padre o la madre. Una vez la filiación se 
encuentre establecida tiene los efectos desde el momento de la concepción y 
mientras no se diga y demuestre lo contrario así será. Con el reconocimiento se 
determina el lazo de sangre entre padre o madre e hijo.  
 
 
Otro elemento a tener en cuenta es el sociológico, que se relaciona con la 
posesión del estado civil de hijo padre o madre, que debe ser expresado mediante 
actos materiales: i) trato (percepción y trascendencia social; ii) fama (prolongación 
en el tiempo) y iii) duración (son exigidas y debe probarse de forma cierta). El 
derecho colombiano considera que quienes asumen las cargas de subsistencia, 
sostenimiento, educación de otra persona considerada como su hijo es porque 
realmente son padre, madre e hijo. 
 
 
Finalmente, gracias a los avances científicos actuales, la prueba genética 
contemplada en la Ley 721 de 2001 se ha convertido en una prueba científica que 
arroja una gran certeza y ha desplazado mucho las causales establecidas en la 
Ley 75 de 1968, porque basta que aparezca en un proceso para que declare la 
paternidad por parte del juez del conocimiento. Asimismo, la Ley 1060 de 2006 en 
su artículo 6º instituye que la prueba científica es suficientemente poderosa para 
desvirtuar la presunción de paternidad tomando en cuenta lo dispuesto en la Ley 
721 de 2001:  
 
 
 Artículo 6°. El artículo 218 del Código Civil quedará así: 
 
 Artículo 218. El juez competente que adelante el proceso de reclamación o impugnación de 

la paternidad o maternidad, de oficio o a petición de parte, vinculará al proceso, siempre que 
fuere posible, al presunto padre biológico o la presunta madre biológica, con el fin de ser 
declarado en la misma actuación procesal la paternidad o la maternidad, en aras de 
proteger los derechos del menor, en especial el de tener una verdadera identidad y un 
nombre38. 

 
 
 
 

                                                             
 
38  LEY 1060 DE 2006. Op. Cit. Artículo 6º.  
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2. ANÁLISIS A LA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS 
AL DEBIDO PROCESO Y A LA IGUALDAD ACERCA DE 
LA PÉRDIDA DE LOS DERECHOS PATRIMONIALES EN 

CABEZA DE LOS MENORES POR LA ACCIÓN DE 
CADUCIDAD EN RECLAMACIÓN DE ESTOS DERECHOS 

 
 
2.1  DERECHO A LA IGUALDAD 
 
 
De acuerdo con el tratadista Burgoa Orihuela citado por Kurczyn Villalobos, “la 
igualdad es un derecho humano entendido como la capacidad de toda persona 
para disfrutar de sus derechos, así como para contraer obligaciones con las 
limitaciones y excepciones que la ley señale concretamente y que se justifiquen 
con plenitud”... ”la posibilidad y capacidad que tiene una persona individualmente 
considerada de ser titular de derechos y contraer obligaciones que corresponden a 
otros sujetos numéricamente indeterminados que se encuentran en una misma 
situación jurídica”39. Y la Corte Constitucional de Colombia al respecto ha 
manifestado:  
 
 
 …Como derecho, la igualdad es un derecho subjetivo que se concreta en deberes de 

abstención como la prohibición de la discriminación y en obligaciones de acción como la 
consagración de tratos favorables para grupos que se encuentran en situaciones de 
debilidad manifiesta. La correcta aplicación del derecho a la igualdad no sólo supone la 
igualdad de trato respecto de los privilegios, oportunidades y cargas entre los iguales, sino 
también el tratamiento desigual entre supuestos disímiles. Es claro que la Constitución no 
prohíbe el trato desigual sino el trato discriminatorio porque de hecho el trato distinto puede 
ser obligatorio para ciertos supuestos, siendo el trato discriminatorio aquel que establece 
diferencias sin justificación constitucionalmente válida…40. 

 
 
Esto es, que no deben existir privilegios ni diferencias que favorezcan a unos 
pocos, el trato jurídico debe nivelarse en todos los campos de la vida de los 
ciudadanos.  
 
 

                                                             
 
39  BURGOA ORIHUELA. Las garantías individuales. México: Porrúa, 1982, 16ª edición, p. 102. En: 
KURCZYN VILLALOBOS, Patricia. Igualdad. Disponible en Internet: 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/3/1363/5.pdf  {Consulta: 4 julio de 2015}.    
 
40  COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-862 de septiembre 3 de 2008. M.P.: Marco 
Gerardo Monroy Cabra.  

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/3/1363/5.pdf
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2.2  DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
 
La Corte Constitucional colombiana ha definido el derecho al debido proceso así: 
“como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de 
las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o 
administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la 
aplicación correcta de la justicia”41. Contemplado en el artículo 29 constitucional:  
 
 
 El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.  
 
 Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante 

juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio.  

 
 En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 

preferencia a la restrictiva o desfavorable…42. 

 
 
En otras palabras, con este derecho cualquier ciudadano tiene unas garantías 
mínimas para que pueda tener en actuaciones judiciales y administrativas un 
resultado justo y equitativo en un proceso.  
 
 
2.3  LEGISLACIÓN  
 
 
2.3.1  Normatividad internacional. Con respecto a la filiación existen varios 
tratados y convenios internacionales que la contemplan:  
 
 
 Declaración Universal de Derechos Humanos – 1948  
 
En el Preámbulo dice que tomando en cuenta “que la libertad, la justicia y la paz 
en el mundo tiene por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana…”43, 
es decir, que hace énfasis en la igualdad para todas las personas, y se toma en 
cuenta la filiación cuando habla de los miembros de la familia humana, 

                                                             
 
41  Ibid. Sentencia C-341 de junio 4 de 2014. M.P.: Mauricio González Cuervo.  
 
42  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA. Op. Cit., artículo 29.  
 
43  NACIONES UNIDAS. Declaración Universal de Derechos Humanos. Preámbulo. Disponible en 
Internet: http://www.un.org/es/documents/udhr/ {Consulta: 11 julio de 2015}.   

http://www.un.org/es/documents/udhr/
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reafirmándolo en el artículo 1º cuando afirma que “todos los seres humanos nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y de 
conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”44 y que no 
importa su filiación porque “2. La maternidad y la infancia tienen derecho a 
cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera 
de matrimonio, tienen derecho a igual protección social”45 (artículo 25, numeral 2º).   
 
 
 Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos - 1966 
 
Los artículos 23 y 24 se refieren a la familia y del niño como parte integrante de la 
misma:  
 
 
 Artículo 23 
  
 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 

protección de la sociedad y del Estado. 
 
 2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una 

familia si tienen edad para ello. 
 
 3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 
 
 4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar 

la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se 
adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos. 

 
 
 Artículo 24 
 
 1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas 
de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la 
sociedad y del Estado. 

 
 2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un 

nombre. 
 
 3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad46. 

                                                             
 
44  Ibid. Artículo 1º.  
 
45  Ibid. Artículo 25, numeral 2º.  
 
46  Ibid. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Adoptado y abierto a la firma, 
ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución 2200 A (XXI) de 16 de diciembre 
de 1966. Artículos 23 y 24. Disponible en Internet: 
http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx {Consulta: 11 julio de 2015}.  

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
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 Convención Americana sobre Derechos Humanos – Pacto de San José – 1969  
 
En el artículo 17 se protege a la familia en el numeral 1º, y el 5º la filiación es igual 
para hijos nacidos o no en el matrimonio. En el artículo 19, el niño por parte del 
Estado debe tener todas las medidas de protección y el artículo 24 menciona la 
igualdad ante la Ley:  
 
 
 Artículo 17. 
 Protección a la Familia 
 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la 

sociedad y el Estado. 
 … 
 5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a 

los nacidos dentro del mismo. 
 
 … 
 
 Artículo 19.  Derechos del Niño 

 Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por 
parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 

  
 … 
 
 Artículo 24.  Igualdad ante la Ley 

 Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley47. 

 
 

 Convención de Salvaguardia de los Derechos Humanos del Consejo de Europa 
 
La Convención fue aprobada en Roma en 1950. Con una última modificación 
realizada por el Protocolo Nº 14 a partir de su entrada en vigor en junio 1º de 
2010, en cuyo artículo 14 se prohíbe toda discriminación, así: “Prohibición de 
discriminación. El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente 
Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones 
de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacional o 
social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra 
situación”48. 

                                                             
 
47  ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS – OEA. Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José). San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre de 1969. 
Artículos 17 (numerales 1º y 5º), 19 y 24. Disponible en Internet: 
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos.htm 
{Consulta: 11 julio de 2015}.  
 
48  CORTE EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS. Convenio Europeo de Derechos Humanos. 
Artículo 14. Disponible en Internet: http://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf 
{Consulta: 11 julio de 2015}.  

http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos.htm
http://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf
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2.3.2  Normatividad nacional. En la Constitución Política de 1991, el artículo 42 
consagra que “la familia es el núcleo fundamental de la sociedad… y los hijos 
habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o 
con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la 
progenitura responsable”49. Igualmente, se encuentran contemplados el derecho a 
la igualdad en el artículo 13, prohibiendo la discriminación y el derecho al debido 
proceso en el artículo 29 con el que las personas tienen unas garantías mínimas 
en actuaciones administrativas y judiciales.  
 
 
También, se encuentran varias leyes, entre las que se cuentan:  
 
 
 Ley 45 de marzo 5 de 1936: sobre reformas civiles (filiación natural) 
 
 
 Ley 75 de diciembre 30 de 1968: que dicta normas sobre filiación y crea el 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.  
 
 
 Ley 29 de febrero 24 de 1982: con la que se otorga igualdad de derechos 

herenciales a los hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos y se realizan 
los ajustes a los diversos órdenes hereditarios.  

 
 
 Ley 794 de 2003: que modifica entre otros artículos el artículo 90 del Código de 

Procedimiento Civil, que amplía el plazo de caducidad a un año.  
 
 
 Ley 1060 de julio 26 de 2006: que modifica normas que regulan la impugnación 

de la paternidad y la maternidad, los artículos 213 al 219, 222 al 224, 248, 336 
y 337. 

 
 
2.4  LÍNEA JURISPRUDENCIAL DE PROVIDENCIAS QUE HAN MANEJADO LA 
PÉRDIDA DE DERECHOS PATRIMONIALES Y SU DERECHO A LA IGUALDAD 
Y AL DEBIDO PROCESO EN COLOMBIA 
 
 
DERECHO A LA IGUALDAD Y AL DEBIDO PROCESO DE LOS HIJOS 
EXTRAMATRIMONIALES EN LOS CASOS DE PÉRDIDA DE DERECHOS 
PATRIMONIALES EN COLOMBIA 

                                                             
 
49   CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991. Op. Cit. Artículo 42.  
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Las sentencias de la Corte Constitucional que hacen parte de la línea 
jurisprudencial son: Sentencia T336 de 1995, Sentencia SU-235 de 1998, 
Sentencia T-1229 de 2001, Sentencia T-1203 de 2005, Sentencia T-917 de 2011, 
Sentencia C-683 de 2014.   
 
 
PREGUNTA DEL ESQUEMA DE LÍNEA JURISPRUDENCIAL DE 1995 A 2014 
 
 
¿Se violan los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad por la 
pérdida de derechos patrimoniales en reclamación de estos derechos por la acción 
de caducidad? 
 
 
 SENTENCIA FUNDADORA: Sentencia T-336 de julio 31 de 1995 
 
 
En esta sentencia, la Corte Constitucional trae a colación jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia, en la que afirma que en los juicios de filiación, las 
partes legítimas son el padre, la madre, el hijo o los herederos de aquellos o de 
éste, cumpliendo con una serie de requisitos:  
 
 
 (…) 
 
 
 Al respecto, es clara la jurisprudencia del h. Corte Suprema de Justicia, que confirma la 

viabilidad de la actuación de la Sala Dual.: 
 
 "Declarado tiene la jurisprudencia, con fundamento en los artículos 401 al 404 del código 

Civil, que en los juicios de filiación son partes legitimadas en la causa el padre o la madre y 
el hijo, o los herederos de aquellos o de éste, con las siguientes precisiones: a) Que trabado 
el litigio contra el padre, la madre y el hijo, dichas partes reciben el calificativo legal 
específico de 'legítimos contradictores', el que apareja consecuencia jurídica de señalada 
importancia, cual es la de que el fallo proferido en el juicio produzca efecto absoluto o erga 
omnes, ofreciendo así excepción al postulado de la relatividad de la cosa juzgada; b) Que 
los herederos del legítimo contradictor fallecido inter mora litis ocupa el lugar de éste, con 
el preindicado efecto concerniente a la cosa juzgada, siempre y cuando dichos herederos 
hayan sido citados al juicio, comparecieran o no a éste, y c) Que iniciada la litis con 
posterioridad al fallecimiento de los presuntos padre o madre, los herederos del difunto, sin 
merecer el calificativo de 'legítimos contradictores', dado el restringido alcance que la ley 
atribuye a éste, sí tienen personería necesaria para responder la acción de estado y que en 
esta última hipótesis el respectivo fallo según la regla general, ya no tiene efectos erga 
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omnes sino relativo a quienes hayan participado en el juicio o hayan sido citados en el 
mismo". (Corte Suprema de Justicia, sentencia 19 de septiembre de 1969)50. 

 
 
Sin embargo, la Corte Constitucional no admitió que la peticionaria fuese parte del 
juicio de filiación, porque ella actúo de acuerdo con las normas del Código Civil, en 
el que el cesionario no es parte del juicio de filiación: “… en efecto, el cesionario 
no es parte en un juicio de filiación, según se desprende del artículo 403 del 
Código Civil Colombiano: "Legítimo contradictor en la cuestión de paternidades es 
el padre contra el hijo, o el hijo contra el padre, y en la cuestión de maternidad, el 
hijo contra la madre, o la madre contra el hijo"51, por lo tanto, no se violó su 
derecho a la igualdad ni al debido proceso.  
 
 
 NICHO CITACIONAL 
 
 
1) Sentencia SU-253 de mayo 27 de 1998. M.P.: José Gregorio Hernández 

Galindo 
 
Problema jurídico:  
 
La omisión de Ecopetrol al no cumplir la ley y desconocer las decisiones judiciales 
proferidas por el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Barrancabermeja y el 
Tribunal Superior de Bucaramanga en lo concerniente a los derechos de herencia 
y patrimoniales reconocidos a favor de un menor.  
 
 
En esta sentencia, la Corte transcribe lo que decidió en segunda instancia el 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga, respecto al derecho a la 
igualdad que tienen los hijos extramatrimoniales en lo que se refiere a herencias y 
especialmente cuando se trata de un menor:  
 
 
 (…) 
 
 Citó el Tribunal jurisprudencia de esta Corte en materia de igualdad y sostuvo: 
 
 "Conforme al anterior marco conceptual y jurisprudencial, no encuentra esta Corporación la 

razón que justifique el tratamiento diferencial que ha asumido la Empresa Colombiana de 

                                                             
 
50  COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia T-336 de julio 31 de 1995. M.P. Vladimiro Naranjo 
Mesa. Disponible en Internet: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/T-336-95.htm  
{Consulta: 12 marzo de 2016}.   
 
51  CÓDIGO CIVIL. Op. Cit. Artículo 403.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/T-336-95.htm
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Petróleos frente a la situación planteada, pues está exigiendo un imposible de cumplir en 
este momento, y es el hecho de que el menor además de estar declarado judicialmente hijo, 
pueda estar inscrito por su padre como beneficiario de la pensión, lo cual no podía ocurrir en 
vida, si se tiene en cuenta que, tal como lo exige primigeniamente la Convención, este tenía 
que estar reconocido, y ese deber, no fue cumplido en esa oportunidad por el trabajador. 
Entonces dicha prerrogativa solo podía surgir desde el momento en que adquirió la calidad 
de hijo de IGNACIO ALBERTO QUITIAN (sic), mediante la sentencia que así lo declaró, 
fallo a partir del cual no se podía hacer ninguna distinción entre los hijos del causante. 

 
 De otra parte, llama la atención el proceder de la empresa al negar la inclusión del menor en 

la distribución de la pensión por sustitución, después de tener un concepto tan claro 
respecto a la interpretación del art. 112 de la Convención, emitido por el departamento de 
Pensionados el 28 de noviembre de 1995 cuando entre otros dijo: "...Consideramos además 
que se debe tener en cuenta que la inscripción de los familiares sólo procede en primera 
instancia por la voluntad del trabajador, y por lo tanto mal podríamos decir que la Empresa 
como tal lleve a cabo la inscripción de los mismos. De esta manera queremos enfocar la 
interpretación de esta norma en el sentido de que a pesar de no tener ECOPETROL la 
facultad para inscribir familiares, ésta debe reconocer el derecho a la sustitución pensional 
de los hijos (legítimos, reconocidos, póstumos o declarados judicialmente como hijos 
extramatrimoniales) de los trabajadores que fallecen a su servicio, aunque no estuviesen 
inscritos al momento del fallecimiento del mismo, ya que de conformidad con los parámetros 
constitucionales y legales, la Empresa debe en todo momento amparar al menor y a la 
familia (tanto de hecho, como de Derecho) como núcleo de la sociedad...". 

 
 Indudablemente, tal como se dijo en la interpretación que precede, el estar o no inscritos en 

la Empresa no es lo determinante para reconocer el derecho a la pensión por sustitución. Lo 
que sí determina este derecho es la calidad de hijo, y a ello ha de atenerse la Empresa, 
pues es apenas obvio que si al momento del fallecimiento del trabajador no estaba 
reconocido, no habría tampoco fundamento para inscribir a alguien que no existía 
jurídicamente para entonces. 

 
 Así las cosas, considera esta Sala, que la Empresa al dar una interpretación literal a la 

norma convencional dejando por fuera el hijo extramatrimonial, ha violado, por omisión el 
derecho a la igualdad, y por consiguiente habrá de tutelarse el derecho vulnerado, 
disponiendo que la EMPRESA COLOMBIANA DE PETROLEOS, ECOPETROL, dé igual 
tratamiento a los diferentes hijos del señor IGNACIO POMBO, redistribuyendo la pensión 
por sustitución en el término de cuarenta y ocho horas, para que se dé al menor JUAN 
CAMILO POMBO ARENAS lo que en derecho le corresponda. 

 
 Lo anterior, por cuanto no puede existir ley ni convención alguna en contra de las 

disposiciones constitucionales, y el inciso 6 del artículo 42 de la Carta Magna es clara 
cuando consagra: "Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o 
procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes". 

 
 En efecto, claramente se advierte que la Constitución de 1991 protege tanto a la familia 

matrimonial como a la extramatrimonial, de suerte que la situación de igualdad reconocida 
por la legislación nacional, por el derecho comparado (como la Convención sobre los 
Derechos del niño y la Declaración Universal de los Derechos Humanos), por la 
jurisprudencia administrativa y penal, encuentra respaldo sólido en la Constitución Política 
de 1991 en cuanto reconoce y ordena igualdad de derechos para los hijos 
extramatrimoniales frente a los matrimoniales. Tratamiento éste contenido en una norma 
preceptiva o de aplicación directa y no programática, por cuanto este inciso no exige un 
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desarrollo por parte del legislador, como sí lo hace para otros mandatos el mismo artículo 
42"52. 

 
 
Incluso en esta sentencia, la Corte Suprema le agregó a la tutela concedida por el 
Tribunal, que Ecopetrol debía pagar una multa equivalente a 20 salarios mínimos 
legales mensuales a favor de la Nación (Consejo Superior de la Judicatura) por 
haber incurrido en una posición temeraria dada,  
 
 
 (…) La postura de la accionada, lo que hace necesario la imposición de la sanción 

correspondiente. En primer lugar, observa la Corte que la oposición e impugnación de la 
accionada se hace descansar en la discriminación convencional de derechos laborales de 
los hijos naturales reconocidos e inscritos voluntariamente en la empresa frente a los hijos 
declarados judicialmente pero no inscritos voluntariamente. 

 
 Siendo así las cosas, fácilmente se advierte que dicho comportamiento no solo resulta 

absolutamente contrario a la Constitución, sino que también carente de utilidad en su 
formulación pues no lo afecta económica ni socialmente. Luego, si ello es así, no puede 
menos que concluirse que la oposición e impugnación mencionadas carecen de fundamento 
jurídico suficiente y, por lo tanto, resultan temerarias, razón por lo cual la accionada se hace 
acreedora a la máxima multa correspondiente (art. 74, num. 1 y 73 del C.P.C.)"53. 

 
 
Y refiriéndose al derecho a la igualdad que tienen los hijos extramatrimoniales, 
dice la Corte:  
 
 
 (…) "...el derecho a la igualdad es objetivo y no formal, y él se predica de la identidad de los 

iguales y de la diferencia entre los desiguales... Y sólo se autoriza un trato diferente si está 
razonablemente justificado... La igualdad material es la situación objetiva concreta que  
prohíbe la arbitrariedad... En otro aparte sostiene, que en aras de proteger el principio a la 
igualdad, considere que la "disposición en abstracto frente a una eventual situación; es 
compartir la expectativa ante el derecho, así después por motivos justificados no se 
obtengan exactamente las mismas posiciones o los mismos objetivos..." (Sentencia No., T-
047 del 14 de febrero de 1995)54. 

 
 
Finalmente, la Corte aclara que los hijos matrimoniales, extramatrimoniales y 
adoptados tienen iguales derechos y deberes, por tanto, ni las empresas, ni las 

                                                             
 
52 Corte Constitucional. Op. Cit. Sentencia SU-253 de mayo 27 de 1998. M.P.: José Gregorio 
Hernández Galindo. Disponible en Internet: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/su253-98.htm  {Consulta: 12 marzo de 2016}.  
 
53  Ibid.  
 
54  Ibid.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/su253-98.htm
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entidades de seguridad social pueden desconocer la igualdad que tienen los hijos 
independientes de la situación en que  hayan nacido:  
 
 
 (…) 
 
 
 Concretamente, en relación con el asunto objeto de estudio, el artículo 42 Ibídem otorga la 

misma importancia a toda familia, independientemente de que haya surgido merced a la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o, sin matrimonio, por la 
voluntad responsable de conformarla; y, como consecuencia de ello, declara sin ambages 
que los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente 
o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. Y ello no solamente en 
relación con el trato que les brinde la ley -de la cual han quedado definitivamente excluidas 
las odiosas distinciones como las de los hijos naturales o ilegítimos- sino respecto del que 
les deben dispensar sus propios padres, las autoridades administrativas, los 
establecimientos educativos y la comunidad en general. De esa obligación, que a todos 
cobija por ministerio de la Constitución, no están excluidas las empresas ni las entidades de 
seguridad social que deban reconocer, asignar y pagar prestaciones sociales, y con tal 
objeto están autorizadas por el artículo 4 de la Constitución Política para inaplicar por 
inconstitucionales las normas legales y los acuerdos de voluntad -convenciones o pactos 
colectivos, por ejemplo- que sean incompatibles con los aludidos preceptos fundamentales, 
es decir todo aquello que introduzca discriminaciones basadas exclusivamente en el origen 
matrimonial o extramatrimonial de los hijos55. 

 
 
2) Sentencia T-1229 de noviembre 22 de 2001. M.P.: Marco Gerardo Monroy 

Cabra 
 
Problema jurídico:  
 
Plantea la Corte Constitucional, si se constituyó en una violación de los derechos 
fundamentales de la accionante cuando una notaría no le notificó a la peticionaria 
menor de edad el reconocimiento que se había hecho por parte del padre 
biológico como hija extramatrimonial cuando firmó el acta de nacimiento 
correspondiente.  
 
 
La Corte Constitucional cita la Sentencia T-191 de 1995 (Magistrado Ponente: 
José Gregorio Hernández Galindo) en la que señaló que las personas tienen 
derecho a obtener la seguridad acerca de su filiación: "...toda persona -y en 
especial el niño- tiene derecho no solamente a llevar los apellidos de sus padres 
sino a obtener certeza sobre su filiación, tanto paterna como materna, con el fin 
de reclamar su condición de hijo y para que se cumplan, en beneficio suyo, las 

                                                             
 
55  Ibid.  
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obligaciones de sus progenitores”56. Así pues, en lo que se refiere al 
reconocimiento del hijo extramatrimonial manifiesta que: “el reconocimiento del 
hijo extramatrimonial es un acto jurídico unilateral; una manifestación de voluntad 
tendiente a producir efectos jurídicos, que debe ser expresada de forma libre, sin 
que medie error, fuerza o dolo. La Ley Civil consagra una serie de formas y 
trámites para el reconocimiento de los hijos extramatrimoniales por parte del 
padre”57. 
 
 
Menciona esta sentencia, que el reconocimiento del hijo extramatrimonial debe ser 
notificado y aceptado o repudiado como sucede con la legitimación y deberá 
hacerse por medio de instrumento público dentro de los noventa días siguientes a 
la notificación. Este reconocimiento por ley, no crea derechos a favor de quien lo 
hace hasta que no haya sido notificado y aceptado. Así pues,  
 
 
 “El artículo 29 de la Constitución señala que el debido proceso se aplicará a toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas, e incluye como elemento básico del mismo la 
observancia "de la plenitud de las formas propias de cada juicio", lo que en materia 
administrativa significa el pleno cumplimiento de lo prescrito en la ley y en las reglas 
especiales sobre el asunto en trámite (T-391/97 M.P. José Gregorio Hernández Galindo)58. 

 
 
Por tanto, considera la Sala de la Corte Constitucional, que el haber omitido la 
notificación a la peticionaria de su reconocimiento como hija extramatrimonial, se 
le violó su derecho fundamental al debido proceso, “pues la Notaria pretermitió un 
trámite legal que tienen como objeto permitirle a quién se reconoce como hijo, que 
acepte o repudie el acto, en otras palabras que ejerza su derecho de defensa 
frente a un acto unilateral de otra persona que modifica la situación jurídica 
concreta de su filiación”59. Es decir, que el reconocimiento del hijo 
extramatrimonial conlleva una serie de requisitos que debe cumplirse para evitar 
perjuicios a alguna de las partes intervinientes.  
 
 
3) Sentencia T-1203 de noviembre 24 de 2005. M.P.: Álvaro Tafur Galvis 
 

                                                             
 
56  Corte Constitucional. Sentencia T-1229 de noviembre 22 de 2001. M.P.: Marco Gerardo Monroy 
Cabra. Disponible en Internet: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/T-1229-01.htm  
{Consulta: 12 marzo de 2016}.  
 
57  Ibid.  
 
58  Ibid.  
 
59  Ibid.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/T-1229-01.htm


41 
 

Problema jurídico: 
 
La Corte Constitucional revisó las sentencias proferidas por las Salas de Familia 
del H. Tribunal Superior de Bogotá y de Casación Civil de la H. Corte Suprema de 
Justicia, en las que le negaron a dos personas el amparo de sus derechos a la 
igualdad y al debido proceso cuando el Juez Cuarto de Familia de Bogotá aprobó 
el trabajo de partición dentro del proceso de sucesión intestada de su padre.  
 
 
De acuerdo con esta sentencia es indudable la igualdad entre los hijos tal como lo 
plantea la Ley 29 de 1982 y cita la Sentencia C-047 de 1994 que al respecto dice:  
 
 
 “El artículo 52 del Código Civil clasificaba los hijos ilegítimos en naturales 

y de dañado y punible ayuntamiento, que a su vez podían ser adulterinos o incestuosos.  
La denominación de ilegítimos era genérica, pues, comprendía todos los que no 
eran legítimos.  Pero, además, el artículo 58 llamaba espurios los hijos de dañado y 
punible ayuntamiento; y el 57 denominaba simplemente ilegítimo al hijo natural o al 

espurio a quien faltaba el reconocimiento por parte del padre o de la madre. 
 
 Esta clasificación era tan degradante y contraria a la dignidad humana, que el hijo natural, 

es decir, el "nacido de padres que al tiempo de la concepción no estaban casados entre sí", 
reconocido o declarado tal "con arreglo a la ley", era un verdadero privilegiado en relación 
con las otras categorías de ilegítimos.  Basta recordar que los hijos nacidos fuera de 

matrimonio solamente podían ser reconocidos por sus padres o por uno de ellos, cuando no 
eran de dañado y punible ayuntamiento, según el texto del artículo 54 de la ley 153 de 1887. 

 
 Aún en el siglo XIX, la discriminación era un mal de la época, que se manifestaba a pesar 

de las declaraciones de principios. Así, los franceses que habían consagrado en el artículo 
primero de la "Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano" el principio 

según el cual "los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos", mantuvieron 
vigentes en el Código Napoleón normas injustas cuyo rigor solamente se atemperó en este 
siglo.  Por ejemplo, el artículo 335 que prohibía el reconocimiento "de los hijos nacidos de 
un comercio incestuoso o adulterino". 

 
 Pero el trato inequitativo no se quedaba en las palabras. En tratándose de la sucesión por 

causa de muerte el hijo natural, privilegiado como ya se vio, soportaba un régimen 
aberrante: según el artículo 1045 del Código Civil, reformado por el 86 de la ley 153 de 
1887, cuando en la sucesión intestada concurrían hijos legítimos y naturales, la herencia se 
dividía en cinco (5) partes, cuatro (4) para los legítimos y una (1) para todos los naturales. 

 
 A partir de 1930, el ímpetu transformador de la República Liberal se plasma en leyes en 

favor de quienes han sido tradicionalmente desprotegidos, como la mujer, los hijos no 
legítimos y los trabajadores campesinos:  leyes como la 28 de 1932, 45 y 200 de 1936, son 
un salto formidable en el proceso hacia una sociedad igualitaria. 

 
 La ley 45 de 1936 cambia la situación de los hijos naturales: establece la patria potestad 

sobre ellos, que el Código no permitía; permite el reconocimiento como naturales de los 
hijos adulterinos; y mejora la participación sucesoral del hijo natural en la sucesión 
intestada, al asignarle la mitad de lo que corresponde a uno legítimo. 
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 Viene luego la Ley 75 de 1968 que modifica la ley 45 de 1936, al establecer la presunción 
legal de paternidad natural y dictar normas en defensa de la mujer, los hijos menores y la 
familia. 

 
 Después, el decreto ley 2820 de 1974 introduce reformas en la institución de la patria 

potestad, en beneficio de la mujer y de los hijos naturales. 
 
 Finalmente, el artículo 1º de la ley 29 de 1982, consagra la igualdad no sólo entre los hijos 

legítimos y los naturales, sino entre unos y otros y los adoptivos: "Los hijos son legítimos, 
extramatrimoniales y adoptivos y tendrán iguales derechos y obligaciones".  
Desaparecen así todas las desigualdades por razón del nacimiento: en adelante, en 
tratándose de derechos y obligaciones habrá solamente hijos, diferentes solamente en 
sus denominaciones de legítimos, extramatrimoniales y adoptivos. 

 
 b.-  Consecuencias de la ley 29 de 1982. 

 
 La ley 29 de 1982 no solamente consagró la igualdad entre los hijos, en general, sino que 

modificó expresamente normas del Código Civil que establecían un trato desigual en 
materia sucesoral.  Por ejemplo, el artículo 1043 que limitaba la representación a la 
descendencia legítima; el 1045 que establece el primer orden sucesoral; el artículo 50, 
según el cual, ahora, "La sucesión del hijo extramatrimonial se rige por las mismas reglas 
que la del causante legítimo"; el 1240 que define quienes son legitimarios. 

 
 Pero, los efectos de la ley no se limitan a la derogación expresa de unas normas.  Hay que 

entender que el artículo primero ha derogado o modificado tácitamente las que le son 

contrarias.  Algunas de ellas son estas:  el artículo 52, que llamaba "naturales" los que 
ahora se denominan hijos extramatrimoniales; el 53 que trataba de los padres "ilegítimos" y 
"naturales"; el 61 que fija el orden en que debe oírse a los parientes; el 465 que señala los 
tutores y curadores exceptuados de la obligación de prestar fianza. Esto, sencillamente, 
porque la derogación de una ley "es tácita cuando la nueva ley contiene disposiciones que 
no pueden conciliarse con las de la ley anterior", según el artículo 71 del C.C. 

 
 En conclusión: la igualdad entre los hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos no 

puede conciliarse con norma alguna, anterior, que establezca discriminación en 
contra de una cualquiera de estas clases de hijos”60. 

 
 
Asimismo, explica la Corte Constitucional que la aplicación del artículo 4º de la Ley 
29 de 1982, por el cual los hijos heredan en conjunto se realiza en las particiones 
de sucesiones abiertas:  
 
 
 (…) 
 
 Se comprende así que el artículo 4° de la Ley 29 de 1982 a cuyo tenor los hijos heredan en 

concurrencia, excluyen a otros herederos y recibirán iguales cuotas, tiene plena aplicación 
en las particiones de las sucesiones abiertas con antelación a la vigencia de la disposición, 

                                                             
 
60  Corte Constitucional. Sentencia T-1203 de noviembre 24 de 2005. M.P.: Álvaro Tafur Galvis. 
Disponible en Internet: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/T-1203-05.htm 
{Consulta: 12 marzo de 2016}.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/T-1203-05.htm
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excepto sobre aquellas ya decretadas en vigor de la legislación anterior, en cuanto ésta 
beneficiaba a los hijos matrimoniales con una cuota superior, situación que de haberse 
consolidado -mediante la providencia en firme que dispone la partición- constituye derecho 
adquirido garantizado por la Carta Política, como quiera que las leyes concernientes a la 
sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores, excepto por los 
términos que hubieren empezado a regir y las actuaciones que estuvieren iniciadas –artículo 
40 Ley 153 de 188761. 

 
 
Y la Corte Constitucional reitera la igualdad de derechos y deberes entre los hijos 
ya sea de matrimonio o extramatrimoniales:  
 
 
 (…) 
 
 En síntesis, para la Sala es claro i) que la cuestión de la aplicabilidad del artículo 18 de la 

Ley 45 de 1936 -“los hijos legítimos excluyen a todos los otros herederos, excepto a los 
hijos naturales cuando el finado haya dejado hijos legítimos y naturales. Cada uno de los 
hijos naturales lleva como cuota hereditaria, en concurrencia con los hijos legítimos, la mitad 
de la correspondiente a uno de éstos, y sin perjuicio de la porción conyugal”- solo es 
procedente y pertinente frente a situaciones jurídicas consolidadas antes del 9 de marzo de 
1982, y ii) que las previsiones de la Ley 29 de 1982 rigen las particiones hereditarias no 
decretadas hasta esa fecha, sobre los dictados de la Ley 45 de 1936 en la materia, no sólo 
porque así lo indican el artículo 1° de la Ley 153 de 1887, el artículo 20 de la misma 
normatividad y la lectura obligada del artículo 25 ibídem, sino en especial porque es la Ley 
29 de 1982 y no la Ley 45 de 1936 la que favorece la igualdad de derechos y deberes entre 
los hijos, sin perjuicio del matrimonio de sus padres, como lo prevén los artículos 1°, 2°, 5°, 
13 y 42 de la Constitución Política62. 

 
 
Sin embargo, la Corte aclara los alcances de la Ley 29 de 1982 y el 
reconocimiento de los hijos extramatrimoniales para convertirse en herederos al 
morir el padre en iguales condiciones que los hijos habidos en el matrimonio:  
 
 
 (…) 
 
 Expuso la Corte –como quedó explicado- que sin perjuicio del carácter definitivo de la 

igualdad de los hijos a la luz del artículo 42 constitucional, carece de objeto declarar 
inexequibles las disposiciones que antaño discriminaron a los descendientes por razón del 
matrimonio de sus padres, en cuanto una declaración en ese sentido no daría lugar a “incluir 
entre los herederos a personas que no adquirieron tal calidad de conformidad con la ley 
vigente en el momento de la delación”, y podría conducir a desconocer derechos adquiridos. 

 
 De manera que el 15 de marzo de 1977 los señores Alicia Yilma y Andrés Gutiérrez 

adquirieron, en concurrencia, la vocación de suceder a su padre y con ella las facultades -

                                                             
 
61  Ibid.  
 
62  Ibid. 
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que más adelante ejercieron- de solicitar la apertura de la sucesión y manifestarse sobre la 
aceptación de la herencia, accediendo al título de heredero, con exclusión de los 
ascendientes, de los hermanos y del cónyuge del de cuius, todo dentro de las previsiones 
de la Ley 45 de 1936. 

 
 Derecho real de herencia que los antes nombrados i) entraron a poseer, sin más, por el 

hecho mismo de la delación o muerte de su padre, ii) pudieron transmitir y del que habrían 
podido disponer y iii) no pudieron repudiar o aceptar en perjuicio de sus acreedores, 
tampoco lo primero en perjuicio de personas sometidas a guarda o potestad, sin 
autorización judicial, todo esto según lo disponen los artículos 757 y 783; 1.014, 1301, 1857, 
y 1967; y 1293 del Código Civil. 

 
 Entonces el ius delationis ingresó por ministerio de la ley al patrimonio de los hijos del señor 

Gutiérrez Piñeros, por el hecho de su muerte, con las cargas y reservas que las 
disposiciones vigentes a tiempo del llamado imponían a los llamados a suceder, en atención 
a las condiciones de su aceptación, dando lugar a situaciones jurídicas autónomas de 
herederos originadas en el llamado atendido por los mismos a suceder a su padre, a partir 
del 15 de marzo de 1977, fecha del fallecimiento, delación o llamado63. 

 
 
Y finalmente la Corte Constitucional reconoce el hecho de que los hijos 
extramatrimoniales adquirieron el derecho real a la herencia del padre y tienen el 
derecho de sucederlo:  
 
 
 (…) 
 
 Siendo así, para la Sala es claro que el 15 de marzo de 1977 los hijos habidos por el señor 

Álvaro Gutiérrez Piñeros, en cuanto, llamados por virtud del artículo 18 de la Ley 45 de 1936 
a sucederlo, aceptaron la delación y les fue reconocida su calidad, adquirieron el derecho 
real de herencia y con él la esperanza de hacerse a los bienes y responder por las 
obligaciones trasmisibles dejados por su padre, expectativa que verían realizada el 24 de 
junio del 2003, con el decreto que dispuso la partición de la herencia y así mismo la orden 
de adelantarla, siguiendo en todo la legislación vigente, en materia de liquidación de 
comunidades herenciales, en decir en condiciones de igualdad –artículos 42 C.P. y 4º Ley 
29 de 1982-64. 

 
 
4) Sentencia T-917 de diciembre 7 de 2011. M.P.: Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub. 
 
Problema jurídico:  
 
¿Existe vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso, a la 
administración de justicia y a la igualdad del demandante por no reconocer su 

                                                             
 
63  Ibid.  
 
64  Ibid.  
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calidad de heredero dentro del proceso de sucesión del padre con el argumento 
de que la “sentencia de filiación natural en la cual se le reconoció como padre 
biológico del causante, no produce efectos patrimoniales por cuanto no se le 
notificó la demanda de filiación al ICBF como heredero determinado”?65.  
 
 
Menciona la Corte Constitucional en esta Sentencia que la calidad de heredero del 
accionante quedó demostrada mediante el proceso de filiación extramatrimonial en 
que se reconoció su padre biológico aclarando así el parentesco:  
 
 
 (…) 
 
 En primer lugar, y tal como se expuso en la parte motiva de esta providencia, las 

condiciones para suceder por causa de muerte son la capacidad y la vocación sucesoral, las 
cuales le dan a un sujeto determinado la calidad de heredero, calidad que se encuentra 
estrechamente ligada al parentesco o estado civil. De esta manera, se encuentra 
demostrado que el accionante posee la calidad de heredero requerida en el proceso de 
sucesión puesto que a través de proceso de filiación extramatrimonial se le reconoció como 
padre biológico del señor José María Ospina Contreras. 

 
 En este punto, es necesario precisar que la sentencia que declara la paternidad o 

maternidad produce efectos personales y efectos patrimoniales. 
 
 De conformidad con la 75 de 1968, por medio de la cual se dictan normas sobre filiación y 

se crea el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la sentencia de filiación tiene efectos 
personales relativos al parentesco, en cuanto declara un estado civil. 

 
 En este orden de ideas, y bajo el presupuesto de que la calidad de heredero se demuestra 

con la prueba del respectivo estado civil, es claro que el peticionario tiene legitimación para 
actuar dentro del proceso de sucesión de su hijo y, ello es así, toda vez que mediante 
proveído del 29 de marzo de 2007, el Juzgado Décimo de Familia de Bogotá declaró su 
estado civil de padre del señor José María Ospina Contreras66. 

  
 
Ahora bien, en lo que respecta a los efectos patrimoniales de la sentencia de 
filiación, el artículo 10 de la ley 75 de 1968 establece que la sentencia que declare 
la paternidad no producirá efectos patrimoniales sino a favor o en contra de 
quienes hayan sido parte en el juicio, y únicamente cuando la demanda se 
notifique dentro de los dos años siguientes a la defunción. Con fundamento en 
esta norma, los despachos judiciales accionados niegan el reconocimiento de la 
calidad de heredero del accionante dentro del mencionado proceso de sucesión, 

                                                             
 
65  Corte Constitucional. Sentencia T-917 de diciembre 7 de 2011. M.P.: Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub. Disponible en Internet: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-917-11.htm  
{Consulta: 12 marzo de 2016}.    
 
66  Ibid.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-917-11.htm
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pues consideran que la sentencia de filiación es inoponible al ICBF, quien realizó 
la apertura de la sucesión,  en tanto no estuvo vinculado al proceso de filiación. Se 
infiere que tanto el Juzgado de Familia como la Sala de Familia del Tribunal 
Superior de Bogotá, no tomaron en cuenta la prueba de la calidad de heredero 
que fue dada por la sentencia de filiación en la que el padre biológico realiza el 
reconocimiento, por lo que el demandante sin ninguna dudad es el “heredero de 
mejor derecho frente al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quien se 
encuentra dentro del quinto orden sucesoral”67 y que solamente tiene derecho 
cuando se encuentra adelante del reclamante que en este caso se ubicaba en el 
segundo orden sucesoral. Por lo que la Corte Constitucional considera que al no 
permitírsele la participación del accionante en el proceso de sucesión se le está 
violando el derecho fundamental al debido proceso y tomó la decisión de 
concedérselo.   
 
 
5) Sentencia C-683 de septiembre 10 de 2014. M.P.: Mauricio González 

Cuervo 
 
 
Problema jurídico:  
 
 
¿Existe desconocimiento de los derechos a la igualdad (artículo 13, 42 
Constitución Política de 1991) acerca de la figura de la partición del patrimonio en 
vida de los hijos que cuando se realizó la partición no habían consolidado la 
relación paterno filial y de terceros futuros interesados al no tomar en cuenta la 
participación de estos sujetos en pie de igualdad con las otras personas que son 
partícipes de un proceso que puede afectar su patrimonio?  
 
 
En esta sentencia de constitucionalidad, se menciona el hecho de que la 
legislación civil por tradición ha efectuado el reconocimiento para disponer de los 
bienes a título gratuito de dos maneras: la sucesión por causa de muerte y las 
donaciones entre vivos. Asimismo, el Código General del Proceso agregó la 
partición del patrimonio en vida a la sucesión por muerte y a las donaciones entre 
vivos:  
 
 
 …La partición del patrimonio en vida para permitir a las personas la libre disposición de la 

totalidad o de una parte de sus bienes, los cuales podrán ser distribuidos a los asignatarios 
antes de la muerte de quien de manera voluntaria los asigna, sin necesidad de acudir a un 

                                                             
 
67  Ibid.  
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proceso de sucesión y siempre y cuando se cumplan ciertos presupuestos como el respeto 
de las asignaciones forzosas, los derechos de terceros y los gananciales68. 

 
 
La partición del patrimonio en vida podrá ser recibida por las personas que de 
acuerdo al artículo 1018 del Código Civil puedan ser consideradas capaces y 
dignas:  
 
 
 (…) 
 
 Podrán recibir la partición las personas que sean consideradas capaces y dignas en los 

términos del artículo 1018 del Código Civil. Asimismo se espera que esas personas existan 
en el momento de la partición, pero se extienden a esta figura las excepciones previstas en 
los incisos 3º y 4º del artículo 1019, es decir que la partición no se invalidará por incluir a las 
personas que no existen pero se espera que existan antes de expirar los diez años 
subsiguientes al proceso de apertura de la partición que no haya sido revocada por quien la 
realiza, lo cual vale también para las asignaciones ofrecidas en premio a las personas que 
no existen en el momento de la partición. De este modo, podrían incluirse, por ejemplo, los 
hijos póstumos o los hijos que no hubiesen sido reconocidos al momento de la partición69. 

 
 
Además, la Corte Constitucional afirma que no existe violación al derecho a la 
igualdad entre los miembros de la familia según el artículo 42 de la Carta Magna, 
así:  
 
 
 (…) 
 
 
 La Corte considera que no se viola el derecho a la igualdad y en particular a la igualdad 

entre los miembros de la familia de acuerdo con el artículo 42 Superior, entre los hijos que 
participan en la partición y entre aquellos que al momento de su realización no han 
consolidado su vínculo paterno filial. Tampoco se vulneran los derechos de los futuros 
terceros interesados. 

 
 Los hijos reconocidos y los que no lo son en el momento de la partición, no pueden recibir el 

mismo trato porque representan supuestos que no son susceptibles de compararse. Los 
primeros existen en el momento de la partición, los segundos no. Así las cosas, los hijos 
cuya relación paterno filial se encuentra consolidada tienen derecho a participar en el 
proceso porque tienen un vínculo de parentesco reconocido y por ende un interés legítimo 
de participar en la partición del cual carecen los hijos que no han sido reconocidos y que no 
tienen por consiguiente vocación hereditaria.  

 

                                                             
 
68  Corte Constitucional. Sentencia C-683 de septiembre 10 de 2014. M.P.: Mauricio González 
Cuervo. Disponible en Internet: http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-683-
14.htm  {Consulta: 12 marzo de 2016}.  
 
69  Ibid.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-683-14.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-683-14.htm
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 Lo mismo vale para los futuros terceros interesados, como por ejemplo los acreedores 
futuros. Se trata de personas indeterminadas y no determinables que en el momento de la 
partición no tienen interés legítimo en la partición y a quienes no se les puede reconocer 
ningún derecho puesto que no tendrían para ese entonces vínculo alguno con quien realiza 
el proceso70. 

 
 
Una vez terminado el proceso, los terceros interesados y los hijos que no tienen 
asegurado el vínculo paterno filial deberán:   
 
 
 … Una vez culminado el proceso y entregado el patrimonio a los asignatarios, los terceros 

interesados, incluidos los hijos que no hayan consolidado un vínculo paterno filial, pueden 
interponer la acción de rescisión prevista en la disposición atacada contra dicho acto en el 
término previsto para la misma, es decir dentro los dos años siguientes a la fecha en que 
tuvieron o debieron tener conocimiento de la partición71.   

 
 
En cuanto al hijo extramatrimonial y sus derechos, se refiere la Corte en los 
términos siguientes:  
 
 
 (…) 
 
 
 La acción de petición de herencia puede interponerse conjuntamente con la acción de 

estado civil, de modo que el hijo extramatrimonial en proceso de filiación puede solicitar la 
petición de herencia en el proceso de sucesión frente a los demás herederos para que estos 
le restituyan su parte de la herencia, así, de prosperar el proceso de filiación, deberá 
accederse a la petición de herencia. Tal y como lo ha reiterado la Corte Suprema de 
Justicia, “si bien es cierto que, como ha reconocido esta Corporación, es dable acumular a 
la demanda de filiación la acción de petición de herencia, no por ello la interposición de ésta 
se hace indispensable para deducir los efectos patrimoniales derivados de la condición de 
hijo extramatrimonial”. La acción de petición de herencia prescribe en el término de diez 
años72. 

 
 
 
 
 
 
 

                                                             
 
70  Ibid. 
 
71  Ibid.  
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Cuadro 1. Línea Jurisprudencial  
 
 
Pregunta: 
¿Se violan los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad por la pérdida de 
derechos patrimoniales en reclamación de estos derechos? 

No se violó el derecho a la 
igualdad ni al debido proceso 

Se violó el derecho a la 
igualdad 

Se violó del derecho al debido 
proceso 

 Sentencia T-336 de julio 
31 de 1995 

 Sentencia SU-253 de 
mayo 27 de 1998 

 

 Sentencia T-1203 de 
noviembre 24 de 2005 

 

 Sentencia C-683 de 
septiembre 10 de 2014 

 Sentencia T-1229 de 
noviembre 22 de 2001 

 

 Sentencia T-917 de 
diciembre 7 de 2011 

 
Fuente: los investigadores 

 
 
2.5 SENTENCIAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ACERCA DE LA 
VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO Y A 
LA IGUALDAD POR PÉRDIDA DE DERECHOS PATRIMONIALES EN CABEZA 
DE LOS MENORES POR LA ACCIÓN DE CADUCIDAD EN RECLAMACIÓN DE 
DERECHOS PATRIMONIALES 
 
 
1) Sentencia de octubre 10 de 2006. Ref.: Expediente No. 50001-31-10-001-

2001-21438-01. C.I.J.J. Exp. 21438-01. M.P.: Carlos Ignacio Jaramillo 
Jaramillo.  

 
 
Problema jurídico:  
 
El peticionario interpuso recurso de casación dentro del proceso ordinario de 
filiación extramatrimonial para ser declarado hijo del finado y que tenía vocación 
hereditaria para sucederlo y que fuese corregido el registro civil de nacimiento 
para vez se hubiese ejecutoriado la sentencia que pusiera fin al proceso73.  
 
 

                                                             
 
73  COLOMBIA. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de octubre 10 de 
2006. Ref.: Expediente No. 50001-31-10-001-2001-21438-01. C.I.J.J. Exp. 21438-01. M.P.: Carlos 
Ignacio Jaramillo Jaramillo. Disponible en Internet: 
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/csj_scc_s-137-2006_5000131100012001-21438-
01_[sc-137-2006]_2006.htm {Consulta: 12 marzo de 2016}.  

http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/csj_scc_s-137-2006_5000131100012001-21438-01_%5bsc-137-2006%5d_2006.htm
http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/csj_scc_s-137-2006_5000131100012001-21438-01_%5bsc-137-2006%5d_2006.htm
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La Corte Suprema consideró que los artículos 10 de la Ley 75 de 1968 y 90 del 
Código de Procedimiento Civil, no se excluían entre sí y por consiguiente podían 
ser aplicados convenientemente en procesos de filiación:  
 
 
 (…)  
 
 Para resolver el interrogante así formulado conviene recordar que a partir de cas. civ. de 4 

de julio de 2002, Exp. 6364, la Corte consideró que los artículos 10º de la ley 75 de 1968 y 
90 del Código de Procedimiento Civil no eran excluyentes entre sí, y podían ser aplicados 
armónicamente en procesos de filiación, puntualizando que en "…tratándose de los efectos 
patrimoniales derivados del reconocimiento de hijo extramatrimonial, la única caducidad 
existente es la establecida en el artículo 10 de la Ley 75 de 1968 y que si bien el término de 
la misma puede llegar a suspenderse con la presentación de la demanda, eso sólo sucede 
si la notificación de ésta al demandado se produce dentro de los 120 días a que alude el 
primero de esos preceptos, pues de lo contrario corre sin obstáculo y se configura la 
caducidad, que impide el reconocimiento de los efectos patrimoniales a la filiación que se 
acceda" (se subraya). 

 
 En la sentencia antes citada se estableció igualmente que "…si la notificación del auto 

admisorio de la demanda al demandado no se da en la forma del tantas veces citado 
artículo 90, la conclusión a que se llega es que la oportuna presentación del libelo no impide 
que la caducidad avance…hipótesis en la que deberá revisarse si, de todas maneras, la 
notificación se realizó o no dentro del marco temporal del artículo 10 de la ley 75 de 1968, 
para de ser lo primero, por ajustarse a la situación a la regla general, mencionada, 
reconocer, como se dijo, a la filiación efectos patrimoniales, y de ser lo segundo, disponer 
que ellos han caducado". 

 
 En los fallos dictados por la Sala a partir de entonces sobre el mismo tema, entre los que 

pueden mencionarse los de 31 de octubre de 2003, Exp. 7933, 2 de noviembre y 16 de 
diciembre de 2004, expedientes 7233 y 7837, se ha reiterado la aplicación articulada de los 
arts. 90 del C. de P. C. y 10 de la ley 75 de 1968, puntualizándose que para que la 
sentencia produzca efectos patrimoniales, el actor debe presentar la demanda de filiación 
dentro de los dos años siguientes a la fecha del fallecimiento del presunto padre y obtener la 
notificación de los demandados dentro de los 120 días siguientes (un año según la ley 794 
de 2003) a la fecha en que se le notifique el auto admisorio del libelo, personalmente o por 
estado, sin que legal o jurisprudencialmente se haya fijado o establecido que debe existir un 
término razonable entre la fecha de presentación de la demanda y la de su admisión74. 

 
 
Y la Corte Suprema realizó un recuento de la ruta que siguió la demanda para 
analizar si existía caducidad para presentarla:  
 
 
 (…) 
 
 En el presente asunto, la carga procesal que tenía el actor de notificar la demanda dentro 

del término previsto en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, si quería hacer 

                                                             
 
74  Ibid. 
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inoperante la caducidad de los efectos patrimoniales prevista en el artículo 10 de la ley 75 
de 1968, corría a partir de la fecha en que se le notificó el auto que admitió la demanda sin 
que pueda considerársele responsable por el tiempo transcurrido entre la presentación de 
aquella y su admisión. Adicionalmente, existió una circunstancia particular que afectó el 
trámite del proceso consistente en la pérdida del expediente con posterioridad a la fecha en 
que la demanda fue inadmitida por el Juez a quo mediante auto de fecha 14 de noviembre 
de 2000, lo que originó el incidente de reconstrucción promovido por el actor a través de su 
apoderado el 23 de enero de 2001, que concluyó el 22 de mayo de ese año en la audiencia 
en la que se tuvo por reconstruido el proceso, hecho que fue tenido en cuenta por el 
Tribunal,  quien dedicó varios párrafos de su fallo a explicar lo sucedido en el 
correspondiente trámite. 

 
 Luego, aunque es cierto que la notificación a los demandados se produjo cronológicamente 

por fuera del término de los dos años previsto en el art. 10 de la ley 75 de 1968, si se tiene 
en cuenta que el fallecimiento del presunto padre ocurrió el 7 de noviembre de 1998 (fl. 34 
cdno. 1) y aquella se surtió los días 31 de julio y 21 de agosto de 2001 (fls. 49 y 69 ib.), no lo 
es menos que la demanda fue presentada el 26 de octubre de 2000, fue repartida el día 27 
de ese mes y entró al despacho el 2 de noviembre siguiente del mismo año, esto es, antes 
de los dos años contados a partir del deceso del señor Helio Quijano, y fue notificada dentro 
de los 120 días siguientes a la fecha en que se dictó y notificó el auto admisorio de la 
demanda, el 31 de mayo y el 4 de junio de 2001, respectivamente (fls. 42 y 43 cdno. 1), 
motivo por el cual no operó la caducidad de los efectos patrimoniales derivados de la 
declaración de filiación, como acertadamente lo concluyó el sentenciador de segundo grado. 

 
 Viene de lo dicho entonces que en el presente asunto el Tribunal no cometió yerro al aplicar 

el art. 90 del C. de P.C. en concurso con el art. 10 de la ley 75 de 1968, pues ello está de 
acuerdo con la doctrina admitida por la Corte75. 

 
 
2) Sentencia de mayo 9 de 2014 SC5755-2014. Radicación: 11001-31-10-013-

1990-00659-01. M.P.: Ariel Salazar Ramírez.  
 
 
Problema formulado:  
 
Demanda civil ordinaria contra los herederos y herederos indeterminados del 
señor Gustavo Cortés Peña, para que sea declarada la peticionaria menor 
(representada por la madre) como hija extramatrimonial del finado Gustavo Cortés 
Peña. Igualmente, “solicitó el reconocimiento de sus derechos herenciales sobre 
los bienes del de cujus, así como su inclusión en el correspondiente trabajo de 
partición; con la consecuente devolución de la cuota parte que le pertenece, más 
sus respectivos frutos civiles y naturales”76.  
 

                                                             
 
75  Ibid.  
 
76  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de mayo 9 de 2014 SC5755-2014. 
Radicación: 11001-31-10-013-1990-00659-01. M.P.: Ariel Salazar Ramírez. Disponible en Internet: 
190.24.134.121/webcsj/.../SC5755-2014%20(1990-00659-01).doc {Consulta: 12 marzo de 2016}.   
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En el sistema jurídico colombiano las personas tienen derecho a saber cuál es su 
verdadero origen biológico en el momento que quieran, por lo tanto, las leyes 
disponen que el hijo puede impugnar la paternidad o maternidad en cualquier 
momento como también la no prescripción de la acción de reclamación del estado 
civil del verdadero padre o madre o del verdadero hijo77.  Y se ha referido la Corte 
Suprema acerca de este derecho, así:  
 
 
 Este derecho se puede ejercer, incluso, después de la muerte del presunto padre, en cuyo 

caso quien alegue ser su hijo tiene la facultad de interponer la respectiva acción judicial, no 
sólo para que se declare el vínculo biológico sino, además, para que se le reconozcan sus 
derechos sucesorales. Este último evento, que se concreta a las consecuencias económicas 
de la declaración de estado civil, tiene una limitación legal, consistente en que la sentencia 
que declara la paternidad “no producirá efectos patrimoniales sino a favor o en contra de 
quienes hayan sido parte en el juicio, y únicamente cuando la demanda se notifique dentro 
de los dos años siguientes a la defunción”. (Inciso 4º, artículo 10, Ley 75 de 1968)78 

 
 
Según la Corte Suprema esta restricción es una garantía para los sucesores 
reconocidos y demás herederos sus derechos patrimoniales no permanezcan de 
manera indefinida “a merced de acciones de filiación sorpresivas promovidas por 
personas inescrupulosas que se aprovechan de las delebles consecuencias que el 
transcurso del tiempo deja sobre los medios de prueba”79. Además, dice la Corte 
Suprema que fue el objetivo del legislador al determinar el término de caducidad 
de dos años “influido por la necesidad de ‘evitar frecuentes abusos que 
comprometen el ejercicio recto del derecho’, tal como quedó consignado en las 
actas del Senado de la República que recopilaron las discusiones previas a la 
aprobación de la Ley 75 de 1968 (Sentencia No. 393 de 2 de octubre de 1992)”80 y 
así impedir que los derechos económicos de los herederos se vean sujetos al 
capricho de los que puedan demandar la filiación.  
 
 
Igualmente, ha dicho la Corte Suprema que la caducidad de la acción de 
reclamación ha sido manejada desde un punto subjetivo:  
 
 
 2. El mencionado término extintivo tradicionalmente ha sido entendido desde una 

perspectiva subjetivista, que impone al fallador la obligación de examinar si el retraso en la 
notificación del auto admisorio se debe o no a la negligencia del demandante, pues en esta 
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79  Ibid. 
 
80  Ibid.  
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materia no puede perderse de vista que el fin primordial del legislador fue evitar las 
consecuencias nocivas de demandas que se interponen con premeditada tardanza, sólo 
para hacer más difícil la defensa de los sucesores reconocidos. 

 
 Por ello, si a pesar de la diligencia del actor la referida providencia no se logra notificar en 

tiempo al demandado debido a las evasivas o entorpecimiento de este último, o por 
demoras atribuibles a la administración de justicia, entonces el ejercicio oportuno de la 
acción con la presentación de la demanda dentro del tiempo previsto en la norma analizada, 
tiene la virtud de impedir que opere la caducidad. 

  
 Así fue reconocido por nuestra jurisprudencia desde hace varias décadas en términos que 

hoy conservan plena vigencia por estar inspirados en los supremos ideales de justicia y 
equidad, adaptados al derecho objetivo. Es así como a pesar de que la doctrina antigua 
consideró que el concepto de caducidad estaba ligado a la idea de plazo extintivo e 
improrrogable –cuyo vencimiento produce el decaimiento de la acción de manera inevitable 
y sin tomar en consideración la actividad del juez o de las partes–, ello no fue obstáculo 
para que esa noción eminentemente teórica o especulativa cediera su rigor ante los 
supuestos concretos que plantea la realidad que está a la base del derecho vigente. 

 
 En ese orden de ideas, fueron situaciones cotidianas de evidente injusticia las que obligaron 

a esta Corte, “con urgencia nacida en la equidad, a precisar su doctrina sobre el plazo de 
caducidad que establece en su inciso 4º el artículo 10 de la Ley 75 de 1968,…81. 

 
 
Y en fallo de 1990 al respecto afirmó lo siguiente:  
 
 (…) 
 
 “Como es bien sabido la Ley 75 de 1968, al igual que las leyes 45 de 1936 y 29 de 1982, 

son estatutos que sin lugar a la menor duda tienden a levantar la condición de los hijos 
extramatrimoniales, constituyendo cada uno en su época y a manera de sucesivas etapas 
en un mismo proceso de evolución jurídica en materia de filiación natural, expresiones más 
o menos caracterizadas del principio de la libre investigación de la paternidad como 
verdadero postulado de derecho natural que es, en cuanto lo inspira en últimas la inexorable 
inclinación de los seres humanos a buscar y conocer a sus progenitores. De aquí, entonces, 
que en todos sus aspectos dichas leyes hayan de entenderse y aplicarse en armonía con 
esta orientación conceptual básica; por virtud de ellas ha quedado abolido en nuestro medio 
el privilegio inmoral de la paternidad irresponsable, luego la esencia de su contenido 
normativo que no puede nunca perderse de vista, es la de garantizar la completa efectividad 
de los derechos de los hijos extramatrimoniales sin subordinación a la voluntad del padre o 
de quienes lo suceden después de su muerte. [Se subraya] 

 
 “Pues bien, atendiendo precisamente a consideraciones de esta naturaleza y así lo subraya 

con evidente acierto el cargo en estudio, la doctrina jurisprudencial tiene señaladas de vieja 
data precisas pautas para la recta inteligencia del artículo 10, inciso cuarto, de la Ley 75 de 
1968, declarando que cuando se trata de llevar a la práctica la restricción impuesta por 
dicho precepto para los eventos en que, fallecido el pretenso padre, el establecimiento 
mediante sentencia del vínculo paterno–filial extramatrimonial tiene por objeto 
preponderante derivar un parentesco que le otorgue al demandante vocación sucesoral, 
forzoso es no olvidar el genuino significado de la ley en este punto. Con la preclusión o 
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caducidad allí consagrada no aspiró el legislador a nada distinto que a cerrarle el camino a 
la industria de los hijos artificiales favorecida por demandas sorpresivas y calculadamente 
tardías con el inequívoco designio de dificultar la defensa de los demandados; su intención 
no fue entonces, cual suele afirmarse a veces con cierto desenfado, introducir un disimulado 
cercenamiento a la efectividad práctica de las consecuencias económicas que se ordinario 
comporta una declaración judicial de paternidad natural, sino que apunta a reglamentar el 
ejercicio de la acción respectiva dentro de un contexto de razonable equilibrio, puesto que el 
claro fin perseguido por el texto legal en cuestión, al decir de la Corte, ‘…es el de que los 
herederos, frente a quienes por muerte del presunto padre deba ventilarse el proceso de 
investigación de la paternidad natural, sean citados a juicio, en cuanto sea posible, dentro 
de un término prudencial fijo, contado a partir de la defunción de aquél, lapso que la ley fijó 
en un bienio…’ (GJ T. CLV 1ª parte, pág. 393) 

 
 “Significa lo anterior, en síntesis, que el interés específico de la disposición tantas veces 

memorada no es tanto que, bajo amenaza de sanción consistente en caducidad automática, 
sea ejercitado el derecho dentro del plazo de dos años contados desde la fecha en que se 
produjo la muerte del presunto progenitor, sino más bien que los sucesores de este último y, 
si fuere el caso, también el cónyuge que le sobrevive, conozcan efectivamente dentro de 
ese término la existencia de la pretensión y queden en condiciones de oponerle una 
adecuada defensa, tomando oportunamente las precauciones necesarias para asegurar la 
prueba y disminuir así el riesgo de error al que, por efecto de aquella muerte, es natural que 
quede expuesta la labor de investigación de la paternidad reclamada. Y es por fuerza de 
esta ponderada apreciación que, en aras del sentido y alcance de protección a los hijos 
extramatrimoniales que tiene la Ley 75 de 1968 en su integridad, también la doctrina 
jurisprudencial viene sosteniendo que no procede declarar caducados los aludidos efectos 
patrimoniales cuando, a pesar de la normal diligencia observada por la parte actora, la 
notificación en debida forma del auto admisorio de la demanda, por ocultamiento intencional 
de los demandados o por escollos puestos por estos mismos o por los funcionarios 
competentes, no pudo llevarse a cabo dentro del término prefijado por la ley; es que en 
semejantes circunstancias la tesis contraria cae en el absurdo y de bulto entroniza 
una notoria injusticia …” (CSJ, SC 269 de 19 de julio de 1990) [Se resalta]82. 

 
 
Y ratifica la Corte Suprema los términos para la caducidad de la acción de 
reclamación de derechos patrimoniales cuando señala: 
 
 
 El mismo entendimiento fue ratificado en providencia de 1995, en los siguientes términos: 
 
 “…la caducidad establecida en el último inciso del artículo 10 de la Ley 75 de 1968, solo 

tiene operancia cuando el término bienal allí prefijado por el legislador transcurre sin que se 
notifique el auto admisorio de la demanda a los demandados, por negligencia o incuria del 
actor, pero resulta inaplicable cuando no obstante su actividad oportuna tal notificación no 
se realiza en el plazo allí señalado, por factores ajenos al actor, pues en tal hipótesis, la 
aplicación mecánica de la disposición legal teniendo en cuenta para el efecto una simple 
comparación de fechas, no resulta en el fondo sino la victoria de la exégesis de la norma, 
con desconocimiento absoluto de su contenido teleológico y sus finalidades sociales, con 
grave desmedro para los derechos de los asociados que, confiados en el proceso como 
mecanismo civilizado para asegurar la pacífica convivencia social, acuden a él para que se 
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administre justicia en el caso concreto.” (SC de 22 de febrero de 1995. Exp.: 4455) [Se 
subraya] 

 
 Idéntica postura adoptaron las sentencias de 6 de septiembre de 1995, Exp.: 4608; 9 de 

octubre de 1995, Exp.: 4524; 20 de septiembre de 2000, Exp.: 5422. Esta última retomó los 
conceptos antes esbozados en el entendido que “esta interpretación no solamente aboga 
por la protección de los derechos de quien quiso amparar la Ley 75 de 1968 (el hijo 
extramatrimonial), sino por la tutela de principios tan caros al proceso, como lo son la lealtad 
y la buena fe procesal de las partes, hoy enaltecidos al rango de constitucionales.” [Se 
subraya]83 

 
 
Dice la Corte Suprema que el juez debe tomar en consideración las circunstancias 
subjetivas para considerar la caducidad y que pueda ser admitida la demanda 
dentro de los dos años que están consagrados en el artículo 10 de la Ley 75 de 
1968, y deberá tomar en cuenta que: “…siempre habrán de analizarse en cada 
caso concreto las situaciones particulares que surgen al interior de los mismos, 
tales como las suspensiones de términos, los días inhábiles, el ingreso del 
expediente al despacho para resolver peticiones relacionadas con dicho término, 
la diligencia del demandante, la desidia de los demandados o su ausencia del 
lugar de notificación, o la tardanza de la administración de justicia”84. Por 
consiguiente el juez deberá examinar las circunstancias por las que no se pudo 
aceptar la demanda a fin de “declarar o no la extinción de los efectos patrimoniales 
derivados de la filiación”85, porque: 
 
 
 (…) 
 
 Desde luego que la tardanza en la notificación del auto admisorio no puede generarle al hijo 

la pérdida de sus derechos económicos cuando tal demora no se ha debido a su dejadez o 
abandono sino a la culpa de los demandados, a fallas de la administración de justicia, o a 
cualquiera otra razón ajena a su voluntad; tal como ocurre en el sub judice, donde está 
demostrado que la demandante desde un comienzo estuvo presta a realizar todos los actos 
tendientes a la notificación, a pesar de lo cual esta diligencia no se pudo realizar por la 
actitud manifiestamente dilatoria y obstaculizadora de la madre y representante de los 
convocados al juicio, quien reiteradamente eludió la práctica de dicha actuación. 

 
 Aceptar una conclusión contraria supondría no sólo fomentar el fraude y los actos 

deshonestos de las partes mediante el otorgamiento de recompensas a quienes obran en 
contra de la buena fe y la lealtad procesal; sino –lo que es más grave– promover la 
discriminación y el trato desigual entre los hijos, en contravía del mandato establecido por el 
artículo 42 de la Constitución Política; toda vez que a los hijos extramatrimoniales no 
reconocidos se les aplicaría un término fatal de caducidad de dos años para reclamar su 
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herencia, a pesar de haber actuado diligentemente, mientras que los sucesores reconocidos 
cuentan con una acción de petición de herencia que prescribe en diez años (artículo 1326 
del Código Civil, reformado por el artículo 12 de la Ley 791 de 2002)86. 

 
 
Y enfatiza la Corte Suprema que la caducidad no es para desmejorar la situación 
del hijo extramatrimonial sino para evitar abusos por demandas tardías:  
 
 
 (…) 
 
 
 Memórese que el objetivo del legislador al estatuir un término de caducidad de los efectos 

patrimoniales derivados de la declaración de estado civil no fue desmejorar la situación del 
hijo extramatrimonial, sino “evitar frecuentes abusos que comprometen el ejercicio recto del 
derecho” por parte de personas inescrupulosas que, no teniendo la calidad de verdaderos 
hijos del causante, interponen tardíamente una demanda de filiación con el propósito de 
aprovecharse del deterioro que el paso del tiempo deja en los medios de prueba, y de esa 
manera hacer más difícil la defensa de los sucesores reconocidos. (SC de 19 de noviembre 
de 1976). 

 
 Pero de ninguna manera podría admitirse un conteo de términos irrestricto, mecánico e 

irrazonable, en contra del sentido y propósito de la ley, pues ello comportaría un trato 
discriminatorio hacia el hijo no reconocido respecto de quienes sí lo fueron, además que 
generaría la perversa consecuencia de confundir el derecho positivo con la exégesis 
rigurosa de la norma, cuya literalidad no debe considerarse jamás como un fin en sí mismo 
sino como una herramienta creada para la materialización de la justicia y la paz de los 
asociados87. 

 
 
En este orden de ideas, tanto el derecho de igualdad como el debido proceso son 
considerados son considerados como algunos de los pilares del derecho moderno, 
y tienen una gran importancia en la Constitución Política de 1991 y siendo objeto 
de muchísimos estudios.  
 
 
Ya la Corte Constitucional en distintas sentencias (Sentencias C-221 de 1992, C-
109 de 1995, C-114 de 1996, C-595 de 1996, C-004 de 1998, C-800 de 2000, C-
808 de 2002, C-310 de 2004, C-205 de 2005 entre otras, ha realizado estudios 
sobre la filiación y del respeto al principio de igualdad frente a los hijos sin ninguna 
discriminación familiar utilizando argumentos de orden constitucional y legal de la 
Ley 29 de 1982, que modificó el artículo 250 del Código Civil, como también de 
tratados supranacionales en los que se prohíbe la discriminación de origen familiar 
y se presenta una dicotomía ya que por un lado reconocer la prohibición que 
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87  Ibid.  
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existe en cuanto a la discriminación de origen familiar en los juicios de filiación; 
pero, por otro lado, limita los derechos plenos que la ley le otorga al hijo, puesto 
que sanciona al hijo extramatrimonial con la pérdida de los efectos patrimoniales 
en la sucesión del padre sino cumple con los requisitos que exige el inciso final del 
artículo 10 de la Ley 75 de 196888.  
 
 
Debido a los numerosos pronunciamientos que ha realizado la Corte 
Constitucional respecto al derecho a la igualdad y al debido proceso que realiza 
desde el año 1982 con la Ley 29, dice que tienen igualdad de derechos los hijos 
sin importar su origen (matrimonial, extramatrimonial o adoptivo), puesto que “todo 
hijo es ajeno a su preexistencia y procreación, razón por la cual no debe 
perjudicarle sino en lo absolutamente inevitable vr. gr. enfermedades 
hereditarias”89. Por lo tanto, los desarrollos legislativos se recogieron en la 
Constituyente de 1991, y originaron los artículos 5º, 13 y 42 de la Carta Magna en 
el Estado Social de Derecho que es hoy Colombia.  
 
 
Asimismo, el inciso final del artículo 10 de la Ley 75 de 1968, cuando impone el 
trámite que debe realizar el hijo extramatrimonial para su reconocimiento como tal 
para poder interponer la petición de herencia en un término de dos años 
posteriores a la muerte del causante y la notificación a los herederos determinados 
en el mismo lapso de tiempo, se le estaría vulnerando el derecho a la igualdad de 
los artículos 5, 13 y 42. Así pues, en lo que se refiere al:  
 
 
 Derecho a la sucesión y a la declaratoria de suspensión del trabajo de partición a petición 

del hijo extramatrimonial en proceso para que se le reconozca su calidad de tal, se 
considera que el juez de instancia debe decretar en todos los eventos la suspensión de la 
misma, hasta tanto se resuelva el juicio de filiación, para poder respetar el derecho del hijo 
extramatrimonial al acceso a la justicia en igualdad de condiciones a los hijos matrimoniales 
o adoptivos, que eventualmente estén vinculados al proceso de sucesión90. 

 
 
Esto es, que debería el juez de instancia suspender el trabajo de partición hasta 
que el hijo extramatrimonial resuelva el juicio de filiación para que pueda estar en 
igualdad de condiciones tanto de los hijos matrimoniales como adoptivos que se 
encuentren vinculados al proceso de sucesión. Puesto que cuando el hijo 

                                                             
 
88  BERNAL BUENO, Op. Cit.  
 
89  LAFON PIANETTA, Pedro. Igualdad Sucesoral. Bogotá: Ediciones Librería El Profesional, 1982, 
p. 49. En: Ibid.  
 
90  Ibid.  
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extramatrimonial del causante es reconocido judicialmente, y cumple con las 
cargas que le impone el artículo 10 de la Ley 75 de 1968, la ley le otorga unas 
garantías que le permite tener el reconocimiento de los efectos patrimoniales; 
pero, es un trámite costoso que le demanda tiempo, dinero, por lo que si el juez de 
instancia suspende el trabajo de partición hasta la definición de la calidad de hijo 
será mucho más favorable para esta persona.  
 
 
En este sentido, y a pesar de que han presentado cambios normativos tanto en el 
orden constitucional como legal después de la expedición de la Ley 75 de 1968, el 
inciso final de su artículo 10, no fue derogado tácitamente, ya que sigue exigiendo 
al hijo extramatrimonial las cargas que impone dando un trato diferentes a hijos 
que biológicamente tienen el mismo padre, por lo que es la Corte Constitucional la 
que debería realizar un estudio de esta disposición que muchos tratadistas 
consideran es violatoria al derecho a la igualdad (en familia) que está consagrado 
en el artículo 42 constitucional y procurar remediar la situación de las personas 
que atraviesan por esta situación, puesto que con una unificación del criterio de 
igualdad para todos los hijos (matrimoniales, extramatrimoniales y adoptivos) 
además del derecho a la igualdad también se le reconoce el derecho a un debido 
proceso.  
 
 
Igualmente, la Corte Suprema de Justicia ha tenido pronunciamientos respecto a 
la caducidad de dos años para interponer la demanda el hijo extramatrimonial y ha 
dicho que se debe tener en cuenta cada caso particularmente para evitar 
injusticias.  
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3.  CONCLUSIONES 
 
 
 La filiación es un vínculo que une a una persona con el grupo familiar y se 

clasifica en filiación matrimonial, filiación extramatrimonial y filiación adoptiva.  
 
 
 Los elementos que deber ser probados y hacen parte de forma jurídica de la 

filiación legítima son: i) la maternidad; ii) el matrimonio o la unión marital de 
hecho; iii) la concepción y iv) la paternidad.  

 
 
 Las acciones sobre filiación matrimonial o de la unión de hecho son: i) acción 

de impugnación que es materna o paterna y ii) acción de reclamación bien ser 
por línea materna o paterna. 

 
 
 Los titulares de la acción de impugnación de la maternidad son: i) el marido de 

la supuesta madre y ella misma, cuando buscan desconocer y destruir la 
legitimidad del hijo; ii) los verdaderos padres del hijo; iii) cualquier persona a la 
que le sean afectados sus intereses de sucesión, es decir, los herederos de la 
supuesta madre; iv) la verdadera madre para exigir alimentos del hijo; v) el 
mismo hijo, en cualquier momento. 

 
 
 Los titulares de la acción de impugnación de la paternidad son: i) el marido o 

compañero permanente; ii) el hijo putativo; iii) el padre biológico; iv) los 
herederos del cónyuge o compañero presunto; v) la madre podrá interponer la 
acción de impugnación que establezca la verdadera filiación del hijo de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 216 del Código Civil modificado por el 
artículo 4º de la Ley 1060 de 2006. 

 
 
 Los requisitos de forma del reconocimiento son: i) el reconocimiento voluntario 

y ii) el reconocimiento judicial.  
 
 
 Los titulares de la acción para obtener el reconocimiento y poder realizar la 

demanda son: i) el hijo con capacidad, si así lo desea o su representante legal; 
ii) la persona o entidad que lo tiene bajo su cuidado; iii) el Defensor de Familia 
en representación del niño abandonado; iv) los descendientes o ascendientes, 
en caso de haber fallecido el sujeto motivo del reconocimiento.  
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 El hijo matrimonial o adoptivo tienen como término máximo de prescripción 
para iniciar la petición de herencia de 10 años en el evento de que no hagan 
parte del proceso de sucesión y pretendan en el futuro reclamar sus derechos 
patrimoniales, mientras que el hijo extramatrimonial solamente tiene dos años 
para poder iniciar el proceso de filiación extramatrimonial con petición de 
herencia si busca conseguir efectos patrimoniales después del fallecimiento del 
presunto padre.  

 
 
 Para obtener los bienes de la sucesión de su padre el hijo extramatrimonial 

debe realizar el trámite de dos procesos, mientras que el hijo matrimonial o 
adoptivo únicamente debe estar presente en el proceso de sucesión y acreditar 
su estatus, y así el partidor le asignará la parte de la herencia que le 
corresponda en derecho en calidad de hijo.  

 
 
 Cuando no se decreta la suspensión de la partición de la herencia por petición 

del hijo extramatrimonial, y se continué con el trámite de sucesión sin incluirle, 
puede suceder que no pueda acceder a los bienes de su presunto padre 
cuando se rehaga la partición puesto que los primeros adjudicatarios han 
tenido la oportunidad de deshacerse de ellos y entregarle su cuota y 
quedándole solo un crédito. En tanto, el hijo matrimonial o adoptivo, desde el 
comienzo es incluido en el proceso y le es adjudicada una cuota, con la 
posibilidad de que si no acude al proceso se le asigne un curador que le pueda 
administrar los bienes.   

 
 
 Para el hijo extramatrimonial en el país existen dos procedimientos para que 

sea judicialmente declarado como tal: i) proceso especial (ojalá entre personas 
vivas), que es rápido y acumula pretensiones adicionales a declarar la calidad 
de hijo o no del demandado; ii) proceso ordinario, es el que se realiza cuando 
el presunto padre ha muerto. Ambos procesos exigen la prueba de ADN tal 
como lo señala la Ley 721 de 2001. 

 
 
 Existen numerosas sentencias en que la Corte Constitucional en las que se 

reconoce violación al derecho a la igualdad y al debido proceso de los hijos 
extramatrimoniales contrariando la voluntad de la Constitución (artículos 5, 13 y 
42 de la Carta Magna). Igualmente, la Corte Suprema de Justicia ha emitido 
pronunciamientos respecto a la falta de igualdad en el tiempo de caducidad 
(dos años) que contempla el inciso final del artículo 10 de la Ley 75 de 1968.  

 
 
 Con la expedición de la Ley 1060 de 2006, en algunos eventos, los hijos 

extramatrimoniales se benefician con la presunción legal de paternidad, 
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facilitando así la determinación de la paternidad de estos, y haciendo efectivo 
el derecho constitucional que tiene todo menor a gozar de una verdadera 
filiación, sin que dependa de la subjetividad o voluntad del padre cuando lo va 
a reconocer o que se le obligue por medios judiciales en un proceso que puede 
traer consecuencias dañinas para el menor o la persona involucrada al sentir 
que su padre fue obligado a reconocerlo.  
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